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Antecedentes

El Consejo Civil Mexicano para la Silvicultura Sustentable, AC (CCMSS), el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF) y The Nature Conservancy (TNC) acordaron juntar esfuerzos y recursos financieros para contratar el estudio: "Oportunidades y obstáculos del marco legal vigente para el desarrollo de esquemas de pagos de servicios ambientales en México"; esto con la finalidad de identificar e impulsar esquemas legales que permitan generar recursos financieros para ser invertidos en la conservación de la biodiversidad y en el desarrollo sustentable.

El objetivo del presente proyecto, de conformidad con los términos de referencia acordados, es analizar la posibilidad de desarrollar esquemas de pagos de servicios ambientales (enfocado a la captación, mantenimiento y aporte de agua), conforme al marco jurídico vigente en México, y proponer alternativas en los ámbitos del derecho público, privado y social.

Para el cumplimiento del objetivo planteado se analizaron los siguientes Programas Gubernamentales: Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, Programa Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2001-2006, Programas Hidráulico 1995-2000 y 2001-2006,  y el Programa Nacional Forestal 2001-2006 y las leyes generales relevantes al estudio: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley Forestal, Ley de Aguas Nacionales, Ley de Desarrollo Rural Sustentable, Ley Agraria y Código Civil Federal.

Introducción

El pago por servicios ambientales es una estrategia reciente que busca establecer un mecanismo compensatorio que incentive la conservación de los ecosistemas. 

En una reflexión entre ambientalistas mexicanas, se llegó a la siguiente definición de "servicios ambientales": 

Es la retribución por la mitigación del deterioro, restauración  y/o incremento, en forma consciente, de los procesos ecológicos esenciales que mantienen las actividades humanas a través de la producción de alimentos, la salud, la generación de energía eléctrica, el mantenimiento del germoplasma con uso potencial para el beneficio humano, el mantenimiento de valores estéticos y filosóficos, la estabilidad climática, la generación de nutrientes y en general el aprovechamiento de los recursos naturales.
En un intento de elaborar una definición más general que establezca las acciones  realizadas por los sujetos involucrados en el pago por servicios ambientales, coincido con la definición de servicios ambientales hecha en el documento de Propuesta de reforma legal en materia forestal para conservación del agua, que genera la obligación de pago por prestación de servicio ambiental de bosques de agua, cuando establece que es:

 "Cualquier acción o efecto que un particular genere  para beneficio del Medio Ambiente, que sean provenientes del mismo y que sean aprovechables en beneficio de algún particular, ya sea el estado o la población". 

En este mismo sentido define los servicios ambientales forestales como "el beneficio recibido por una cuenca hidrológica para su conservación, de parte de aquellas zonas forestales que debido a su ubicación, afecten directamente al ciclo hidrológico de la zona de la cuenca"  

Desde el punto de vista jurídico, el Diccionario Jurídico define Prestación de Servicios como 

Prestación:  Acción o efecto de transmitir un servicio o ayuda a alguien.

Servicio: Actividad  que es útil para alguien.

Así concluimos que la Prestación de Servicios consiste en la acción o efecto de transmitir un servicio o ayuda  de utilidad para alguien.

El concepto de retribución ante la prestación del servicio ambiental se puede sustentar en el principio jurídico una obligación donde una persona llamada deudor concede a otra llamada acreedor una prestación de dar, hacer o no hacer. 

Una fuente de obligaciones es el enriquecimiento sin causa, donde podemos identificar a un sujeto que obtiene un enriquecimiento a causa del empobrecimiento patrimonial de otro. En este caso el enriquecido ( o acreedor) tiene la Obligación de restituir de acuerdo a su enriquecimiento, mientras que el empobrecido tiene el derecho de recibir hasta el monto de su empobrecimiento.

Sin embargo, el corazón del pago por servicios ambientales reside en asignar un valor económico a los recursos naturales con relación directa a su función dentro de un ecosistema y a su uso sustentable.

En este sentido, el pago por servicios ambientales  tiene la característica de representar una síntesis del ambientalismo con el liberalismo (y su empoderamiento de mecanismos del mercado).  Depende de la premisa de que se esté dando una transición paradigmática hacia la incorporación del capital natural en la teoría económica y la práctica política - el "enverdecimiento" (o "greening") de la economía -, como es la propuesta de algunos de los economistas y ecologistas mexicanos más prestigiados.  

La participación campesina en el pago por servicios ambientales se justifica como un rechazo a la práctica de pedir a los campesinos otro sacrificio más para la nación - o ahora la humanidad - y entender como justo y necesario el obtener un ingreso que refleje el valor económico real de los servicios ambientales que resultan de las actividades y decisiones por parte de los poseedores de áreas estratégicas para el pago por servicios ambientales
.  

Políticas Públicas

Plan nacional de Desarrollo 2001-2006

Teniendo como marco el Sistema nacional de Planeación Participativa, se elaboró el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, documento que establece las  prioridades, objetivos y estrategias que se ha fijado la administración pública federal para ese periodo.

El Plan Nacional de Desarrollo (PND) se encuentra dividido en los siguientes capítulos: 

1. INTRODUCCIÓN

2. ELABORACIÓN DEL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO

3. MÉXICO: HACIA UN DESPEGUE ACELERADO

4. EL PODER EJECUTIVO FEDERAL, 2000-2006

5. ÁREA DE DESARROLLO SOCIAL Y HUMANO

6. ÁREA DE CRECIMIENTO CON CALIDAD

7. ÁREA DE ORDEN Y RESPETO

8. COMPROMISOS CON MÉXICO

En el cuerpo del PND sólo encontramos referencias a los servicios ambientales dentro de las áreas de desarrollo social y humano y de crecimiento con calidad.

El área de desarrollo social y humano establece los siguientes objetivos rectores que den sentido de unidad al conjunto de acciones de las secretarias y entidades que las integran:

1. Mejorar los niveles de educación y de bienestar de los mexicanos.

2. Acrecentar la equidad y la igualdad de oportunidades.

3. Impulsar la educación para el desarrollo de las capacidades personales y de iniciativa individual y colectiva.

4. Fortalecer la cohesión y el capital sociales.
5.  Lograr un desarrollo social y humano en armonía con la naturaleza.
6. . Ampliar la capacidad de respuesta gubernamental para fomentar la confianza ciudadana en las instituciones.

Respecto a un desarrollo en armonía con la naturaleza, el diagnóstico gubernamental parte del reconocimiento del grave deterioro del entorno natural  "El crecimiento demográfico, el económico y los efectos no deseados de diversas políticas, han traído consigo un grave deterioro del medio ambiente, que se expresa sobre todo en daños a ecosistemas, deforestación, contaminación de mantos acuíferos y de la atmósfera."  pero se centra en la falta de conciencia entre la población: "El deterioro ambiental se atribuye por lo general al desarrollo económico; sin embargo, son las decisiones y acciones implantadas por los seres humanos las que subyacen en ese fenómeno"  

Asimismo, el diagnóstico identifica como elementos esenciales a tomar en cuenta en el desarrollo del PND, los  bienes y servicios ecológicos que provee la biodiversidad de México como activos estratégicos para el desarrollo del país; el consolidar los sistemas de manejo de los recursos naturales asegurando la participación y corresponsabilidad social; el promover la descentralización del manejo y la administración de dichas áreas hacia los estados y municipios; el revisar las normas en materia de descargas de aguas residuales y la deforestación asociada al cambio de uso con fines de producción agropecuaria como la principal causa de degradación de los suelos.

Con base a lo anterior, se establecen como objetivos en materia de desarrollo en armonía con la naturaleza:

· Fortalecer la cultura de cuidado del medio ambiente para no comprometer el futuro de las nuevas generaciones

· Considerar los efectos no deseados de las políticas en el deterioro de la naturaleza

· Construir una cultura ciudadana de cuidado del medio ambiente

· Estimular la conciencia de la relación entre el bienestar y el desarrollo en equilibrio con la naturaleza.

Estos objetivos se alcanzarán con base a las siguientes estrategias:

1.
Armonizar el crecimiento y la distribución territorial con las exigencias del desarrollo sustentable para mejorar la calidad de vida de los mexicanos.

2.
Crear una cultura ecológica que considere el cuidado del entorno y del medio ambiente en la toma de decisiones en todos los niveles y sectores.

3.
Fortalecer la investigación científica y tecnológica. 

4.
Propiciar condiciones socioculturales que permitan contar con conocimientos ambientales y desarrollar aptitudes, habilidades y valores para comprender los efectos de la acción transformadora del hombre en el medio natural, para lo cual se deberán impulsar y desarrollar acciones educativas y promover procesos productivos sustentables. Asimismo, incrementar la sensibilidad social respecto a la importancia de los ecosistemas naturales y proteger los diversos servicios ambientales, entre ellos la captación del agua pluvial que permite la recarga de acuíferos, ríos y otros cuerpos de agua de los cuales dependemos.

5.
 Alcanzar la protección y conservación de los ecosistemas más representativos del país y su diversidad biológica, especialmente de aquellas especies sujetas a alguna categoría de protección, así como incorporar nuevas áreas naturales a un régimen de protección y conservación; promover alternativas económicas para sus pobladores, mediante la participación y corresponsabilidad social; fomentar las unidades de manejo ambiental sustentable; preservar el material genético y las poblaciones naturales de especies con las que compartimos los ecosistemas naturales del país, para promover la bioseguridad y el acceso a recursos genéticos, pues los bienes y servicios ecológicos que producen son activos primordiales para el desarrollo del país
6.
Detener y revertir la contaminación de agua, aire y suelos. 

7.
Detener y revertir los procesos de erosión e incrementar la reforestación.
En el área de crecimiento con calidad se establecen como pilares del crecimiento un entorno macroeconómico cierto y estable, sustentado en finanzas públicas sólidas;  una acción pública decidida en favor del desarrollo, mediante la programación eficaz y transparente del gasto público en áreas de educación, salud e infraestructura; un sistema financiero sólido y eficaz en el apoyo al aparato productivo; una mayor flexibilidad microeconómica apoyada en reglas claras y normas similares a las de los países industrializados; la extensión de los frutos de la apertura y de la competitividad a segmentos más amplios de la población; el apoyo a la educación permanente, la capacitación laboral y el desarrollo tecnológico; El uso sustentable de los recursos naturales y el respeto absoluto al medio ambiente;  La superación de los rezagos en infraestructura pública y privada; La planeación regional, reforzada por la coordinación entre el Ejecutivo federal y los gobiernos estatales y municipales.

Sobre Desarrollo Sustentable, el PND establece que corresponde al Estado la creación de las condiciones para un desarrollo sustentable que asegure la calidad del medio ambiente y la disponibilidad de los recursos naturales en el largo plazo, sobre la base de una sólida cultura a favor del medio ambiente.

El diagnóstico inicial identifica 7 aspectos torales  que cubren el espectro de la problemática ambiental, desde una perspectiva global hasta la acción local:

· El deterioro de los suelos provoca la desertización, fenómeno que se asocia a la disminución de la capacidad productiva, a la pobreza rural y a la pérdida de servicios ambientales.

· Las descargas de aguas residuales, sin tratamiento, ocasionan grados variables de contaminación en los cuerpos de agua superficiales del país, lo que limita el uso directo del agua, y representan un riesgo para la salud.

· Las consideraciones ambientales en el diseño de políticas públicas implica un desafío.

·  Actualización de los instrumentos que permitan una gestión del medio ambiente y de los recursos naturales acordes con los imperativos del desarrollo sustentable del país.

· Desarrollar  líneas de investigación dirigidas a la identificación y resolución de problemas ambientales.

· La educación, la capacitación y la cultura ambiental

· Programas de eficacia energética, de compras "verdes", de conversión de combustibles, de reciclaje, reducción y reuso de materiales.


Importancia de la Agenda 21 como elemento rector de los compromisos que México ha suscrito con la comunidad internacional y como referencia para la acción ambiental en nuestro país.

Con el objetivo de crear las condiciones para un desarrollo sustentable, se establecen las siguientes estrategias:

1.
Promover el uso sustentable de los recursos naturales.

· Apoyar la incorporación de criterios de aprovechamiento sustentable de los recursos no renovables, en particular al turismo.

· Promover la gestión eficiente de los bosques 

· Alcanzar el uso equilibrado del agua en cuencas y acuíferos 

· Planeación regional con un enfoque sustentable 

· Elaborar programas específicos para dar tratamiento as las aguas residuales de acuerdo con la normatividad vigente.

· Incrementar y profundizar el apoyo de los dueños de los recursos forestales con la finalidad de recuperar la vocación forestal en tierras montañosas y cuencas altas.

2. Promover una gestión ambiental integral y descentralizada.

· Convenios de colaboración y participación apegados a la estructura político-administrativa, en los que se transfieran atribuciones, funciones y recursos de los estados y municipios

3.
Fortalecer la investigación científica y la innovación tecnológica para apoyar tanto el desarrollo sustentable.

4.
Promover procesos de educación, capacitación, comunicación y fortalecimiento de la participación ciudadana.

5.
 Mejorar el desempeño ambiental de la administración pública federal.- 
se mejorarán en forma continua los procesos industriales de las empresas paraestatales

6.
Continuar en el diseño y la implementación de la estrategia nacional para el desarrollo sustentable.- Cambios culturales que se traduzcan en modificaciones en los patrones de producción y consumo de la sociedad en su conjunto.

     7.  Avanzar en la mitigación de las emisiones de gases de efecto invernadero
Compromisos con México

El Plan Nacional de Desarrollo concluye expresando su compromiso con el impulso de políticas dirigidas a proteger nuestro medio ambiente y lograr con ello un desarrollo sustentable y armónico.

Análisis

El Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 se centra en la formación de una cultura ecológica y un impulso al desarrollo de la ciencia y la tecnología más que ha soluciones concretas a los planteamientos de degradación ambiental.  

En materia de servicios ambientales, a lo largo del documento son identificados como servicios ambientales aquellos fenómenos ocurridos en beneficio de un ecosistema sin que se identifique una acción humana intencionada para generar esa consecuencia. Un ejemplo está en las estrategias para lograr un desarrollo en armonía con la naturaleza, al mencionar como servicio ambiental el agua pluvial.

A pesar de reconocer la importancia de  que se manejen conceptos novedosos como los servicios ambientales, es peligroso no tener una identificación precisa, ya que como se señalo anteriormente, el concepto de servicios ambientales que ha sido materia de análisis por parte de académicos y organizaciones sociales en los últimos años, establece la valoración de los recursos como elementos esenciales, que no se encuentran presentes en el concepto manejado por el Ejecutivo Federal. 

Sin embargo, el Plan nacional de Desarrollo cumple con establecer un marco general que permita al programa sectorial desarrollar el tema con mayor precisión y profundidad.

Plan Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales 2001-2006

El Programa Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales contiene un diagnóstico sobre la situación del medio ambiente al inicio de la actual administración y describe porqué llegamos a esa situación. Se expone la propuesta de cambio en la política ambiental, sus atributos y metas principales, lo que en conjunto se describe como el México que queremos. Adicionalmente, el Programa incluye los cambios en la gestión ambiental que se han emprendido y las líneas de acción, proyectos y metas que el gobierno federal se propone impulsar. 

El Plan Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales se encuentra dividido en los siguientes capítulos: 

1.
Trabajando con la sociedad

2.
México: paradigma de riqueza y destrucción

3.
El México que queremos

4.
¿Cómo vamos a lograr el medio ambiente que queremos?

5.
Sustentabilidad en el nuevo gobierno

6.
Elementos claves para el cambio

7.
Epílogo

Los temas relacionados con el pago por servicios ambientales se encuentran posicionados desde el principio del documento. En el mensaje del Secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Víctor Lichtinger, así como en las metas para el periodo 2001- 2006, se establecen  seis pilares de la nueva política ambiental en México: Integralidad, Compromiso de todos los sectores económicos, nueva gestión ambiental, valoración de los recursos naturales, apego a la legalidad y combate a la impunidad ambiental y participación social y rendición de cuentas.

En el México que queremos, se determina el horizonte al que se pretende acceder como país, con un modelo de desarrollo económico que se base en un principio de sustentabilidad, en particular que genere alternativas de vida para los mexicanos que viven en niveles de extrema pobreza; que se combata el rezago ambiental y la impunidad; se cuente con sólidos mecanismos de consulta y participación social; se cuente con  educación y capacitación ambiental para que tengamos una cultura ecológica; los programas apliquen el enfoque de equidad de género en el diseño y ejecución de actividades y los pueblos indígenas participen en la identificación de alternativas productivas, se fomente la investigación científica y la innovación tecnológica, que los residuos sean manejados ambientalmente y tengamos una gestión ambiental eficiente, eficaz, transparente y con calidad.

Las metas se establecen en función de cada uno de los pilares, siendo estas: 

1.
Metas para la integralidad

2.
Metas para promover la sustentabilidad mediante el compromiso del gobierno federal 

3.
Metas para una nueva gestión ambiental

4.
Metas para detener y revertir la contaminación en aire, agua y fuego

5.
Metas para revertir la pérdida del  capital natural

· En relación a recursos forestales:

a)
incrementar la superficie forestal considerando áreas de restauración y plantaciones forestales comerciales

b)
incorporar al aprovechamiento forestal sustentable 4 millones de hectáreas

c)
disminuir la superficie afectada por los incendios forestales

d) crear y promover un mercado de servicios ambientales en 600 hectáreas

6.
metas para la valoración de los recursos naturales

Áreas Naturales Protegidas

a)
incrementar de 8 a 90 las ANP´s

b)
mantener y mejorar las poblaciones de especies

c)
captar 100 millones de pesos anuales por concepto de pago de derechos a las ANP´s

d)
realizar trabajos de restauración 

7.
Metas para el apego a la legalidad y combate a la impunidad ambiental

8.
Metas para la participación social y la rendición de cuentas

Ahora bien, usando los términos del programa en comento, ¿cómo vamos a lograr el medio ambiente que queremos?  

La nueva política ambiental va más allá de un enfoque puramente ecológico y considera que los recursos naturales deben ser manejados en forma conjunta y no aislada,  lo que ha denominado "La integralidad de la nueva política ambiental" y que implica:

a.
Manejo integral de cuencas

b.
Vínculos del entre le programa nacional de medio ambiente  y recursos naturales y los programas institucionales ambientales:

Programa estratégico 1: Detener y revertir la contaminación de los sistemas que sostienen la vida ( agua, aire y suelos)

Programa estratégico 2: Retener y revertir la pérdida del capital natural

Programa estratégico 3: Conservar los ecosistemas y la biodiversidad

· considerar e integrar instrumentos y mecanismos para la conservación de la biodiversidad

· asegurar la participación de todos los sectores sociales en acciones para la conservación de la biodiversidad

· asegurar formas de uso y aprovechamiento de los recursos naturales y los servicios ambientales que garanticen la supervivencia  de las especies, su diversidad genética y la conservación de los ecosistemas y sus procesos ecológicos inherentes

Programa estratégico 4: Promover el desarrollo sustentable

Cruzada Nacional por los bosques y el agua

Cruzada nacional por un México limpio
c.
La nueva gestión ambiental

d.
Valoración económica y social de los recursos naturales y los servicios ambientales

e.
Participación social y rendición de cuentas.

Respecto a la valoración económica y social de los recursos naturales y los servicios ambientales uno de los objetivos que debe alcanzar lo política ambiental es que todas las actividades económicas reconozcan el valor de los servicios ambientales  de que disfrutan y a partir de ello, contribuyan a su mantenimiento, asumiendo también los costos que imponen a otros por su uso

De lo anterior surgen dos variantes de solución: asegurar que el precio que pagan actualmente los usuarios de bienes y servicios ambientales refleje su verdadero costo ambiental y asegurarse que cuando los recursos naturales son propiedad de individuos o comunidades, reciban en pago no sólo por los bienes que producen sino también por los servicios  ambientales que mantienen.

La primera estrategia busca lograr que los usuarios de bienes y servicios ambientales racionalicen el uso que hace hoy día de los mismos, es decir, que solamente los usen para actividades que son socialmente rentables. Esto significa que necesitamos internalizar el costo ambiental asociado al uso, para lo cual se proponen una gama amplia de iniciativas, dentro de las que destacan: la reducción o eliminación de subsidios a los productos que conllevan un alto uso de bienes y servicios ambientales, la internalización del costo ambiental mediante derechos e impuestos y promover el uso de etiquetas y certificados para diferenciar productos ambientalmente más sustentables, entre otras.

El segundo componente tiene como finalidad orientar en las decisiones de aquellos individuos que con sus acciones pueden aumentar o disminuir el flujo de bienes y servicios ambientales, como los campesinos con tierras en laderas boscosas que pueden decidir transformar sus tierras al uso agrícola o no.  Es necesario internalizar los beneficios sociales que generan quienes conservan sus recursos naturales mediante un pago o directamente los particulares. Esto requiere de un paquete de medidas y estrategias específicas para cada tipo de bien o servicio ambiental producido: agua, fijación de carbono, mantenimiento de la biodiversidad, producción de suelos, regulación climática, etc.

El programa Nacional de Medio Ambiente incluye los programas operativos de sus órganos desconcentrados: La Comision Nacional del Agua, la Comisión Nacional Forestal  y la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas.

Programa Nacional Forestal 2001-2006

Como respuesta a uno de los principales problemas de la administración forestal como lo era la falta de continuidad en las políticas y operación del sector forestal, se desaparece la Dirección General Forestal  dentro de la sub. Secretaría de Recursos Naturales y se crea como órgano desconcentrado la Comisión Nacional Forestal.

El objetivo del Programa Nacional Forestal vigente es promover el desarrollo sustentable de los ecosistemas forestales, mediante acciones de conservación, protección, restauración, fomento y producción a fin de promover el bienestar de la sociedad.

En materia de servicios ambientales, dentro de los objetivos jurídicos se espera establecer normas básicas para lograr un mercado de servicios ambientales. Asimismo, en el apartado de desarrollo de servicios ambientales se busca propiciar la valoración de los servicios ambientales que generan los ecosistemas forestales para crear y desarrollar su mercado y definir los derechos de propiedad de los servicios ambientales

Para el cumplimiento de los objetivos generales, el plan establece las siguientes estrategias y líneas de acción:

1.
Contar con un plan general de largo lazo, evaluado y ajustado de manera permanente que de rumbo y grandes definiciones

2.
Reforma al marco jurídico forestal

3.
Consolidar un sistema de información confiable, abierto y ágil que permita tomar decisiones de calidad en todos los ámbitos del sector

4.
Impactar de manera favorable en la calidad de vida de las personas aprovechando las oportunidades que nos brinda el desarrollo forestal sustentable, las plantaciones comerciales y la restauración de ecosistemas

5.
Elevar la cultura forestal en el país para afianzar la participación permanente  y responsable de la sociedad en el desarrollo sustentable

6.
Elevar la productividad y competitividad del sector en todas sus cadenas de tal manera que se aprovechen en forma eficaz las ventajas comparativas con que contamos en el entorno global

7.
Lograr consensos en acciones conjuntas con Estados, Municipios e instituciones públicas y sociales para crear mercado de servicios ambientales, mejorar el manejo de cuencas y un renovado federalismo forestal, de tal forma que todos garanticemos al país agua, suelo y bosque.

Plan Nacional de Áreas Naturales Protegidas

Para hacer efectivos los compromisos asumidos en el marco de los seis pilares, la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas se guiará por 10 pautas estratégicas, mismas que se han desarrollado de manera prospectiva sobre la base de las amenazas y oportunidades actuales y la experiencia y las capacidades de las instituciones y la sociedad:

1.
Formación y capacitación

2.
Representatividad

3.
Diseño

4.
Cultura

5.
Sinergia

6.
Incentivos

7.
Consolidación

8.
Perpetuidad

9.
Participación

10.
Efectividad

En relación con el pago por servicios ambientales, en la pauta relativa a los incentivos se establece que se estimulará el desarrollo de instrumentos económicos con características cualitativas y  cuantitativas para el pago de servicios ambientales o de incentivos a gobiernos estatales, empresas privadas, organizaciones sociales, comunidades locales o particulares, dando lugar a una postura más positiva frente a la existencia de Áreas Naturales Protegidas en sus territorios.

Plan Nacional Hidráulico 2001-2006

La Comisión Nacional del Agua tiene como mandato general administrar y preservar las aguas nacionales con la participación de la sociedad para lograr el uso sustentable del recurso.

Los objetivos del Plan Hidráulico son:

· Fomentar el uso eficiente del agua en la producción agrícola

· Fomentar la ampliación de la cobertura y calidad de los servicios de  agua potable, alcantarillado y saneamiento

· Lograr el manejo integral  y sustentable del agua en cuencas y acuíferos

· Promover el desarrollo técnico, administrativo y financiero del sector hidráulico

· Determinar el costo del agua de acuerdo a su valor de escasez e implementar su justo cobro

· Consolidar la participación de los usuarios y la sociedad organizada en el manejo del agua y promover la cultura de su buen uso.

· Disminuir los riesgos y atender los efectos de las inundaciones y sequías.

Para la consecución de estos objetivos, el Programa Hidráulico señala las siguientes líneas de acción:

1.
Alcanzar un uso eficiente del agua en la producción agrícola

a.
Mayor apoyo a los usuarios para aumentar la eficiencia y productividad de las zonas de riego

b.
La creación de mecanismos para inducir el cambio tecnológico en los sistemas de riego

c.
La incorporación al riego de nuevas superficies, así como el apoyo a la tecnificación de áreas de temporal

2.
Propiciar la ampliación de la cobertura y calidad de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento:

3.
Se deberá lograr el manejo integral y sustentable del agua en cuencas y acuíferos, buscando:

a.
Modificar sustancialmente el enfoque de satisfacción de las necesidades de  agua pasando a otro que privilegie la reducción de la demanda haciendo un uso más eficiente, recuperando las pérdidas físicas y reusando volúmenes.

b.
Consolidar la administración integral de las aguas superficiales y subterráneas, en cantidad y calidad

c.
Incorporar en la planeación, desarrollo y manejo de los recursos hidráulicos, los criterios necesarios para armonizarla eficiencia y equidad en el uso del agua con un mayor bienestar para todos los mexicanos  la preservación del medio ambiente.

d.
Mejorar la regulación en el uso de las aguas nacionales.

4.
Se promoverá el desarrollo técnico, administrativo y financiero del sector hidráulico a través de:

a.
El fortalecimiento de la capacidad institucional del sector agua

b.
La descentralización de funciones operativas que actualmente realiza la federación hacia los Estados, Municipios y usuarios

c.
El desarrollo de organizaciones financieramente sanas y administrativamente autónomas para mejorar, tanto la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento en las ciudades como los servicios de agua en los distritos de riego.

d.
El desarrollo de la capacidad tecnológica que los distintos usuarios demandan para avanzar en el uso eficiente del agua y en la preservación y mejoramiento de su calidad.

5.
se consolidará la participación de los usuarios y la sociedad organizada en el manejo del agua y la promoción de la cultura del buen uso con:

a.
La participación informada de la sociedad

b.
La consolidación de los consejos de cuenca

c.
El fortalecimiento del Consejo Consultivo del Agua y de los consejos ciudadanos estatales 

d.
La promoción de la cultura que fomente el uso eficiente y el reconocimiento de su valor económico y estratégico

6.
Se buscará disminuir los riesgos y atender los efectos de inundaciones y sequías con:

a.
El desarrollo de medidas organizativas de la población misma

b.
Sistemas eficientes de información y alerta que permitan que la población conozca oportunamente la presencia de  estos fenómenos para realizar los traslados necesarios hacia sitios seguros

c.
La reubicación de la población asentada en zonas de alto riesgo y la coordinación interinstitucional para regular el uso del suelo para evitar los asentamientos humanos en esas zonas

d.
El diseño de planes para el manejo de sequías

e.
La construcción de infraestructura hidráulica estratégica de control de avenidas o bien de captación y almacenamiento.

Análisis

Como se desprende del propio texto del Programa Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el concepto de pago por servicios ambientales se encuentra  bien posicionado como un componente de la política ambiental. Asimismo, el manejo del concepto corresponde a lo que se ha asentado en páginas anteriores, partiendo de la valuación del recurso y llegando a la internalización de los costos ambientales asociado al uso  y al pago de una compensación por los beneficios sociales que generan quienes toman la decisión de conservar sus recursos naturales.

Sin embargo, sorprende a meta de dedicar 600 hectáreas para crear  y promover un mercado de servicios ambientales, toda vez que no se establece si ya están identificadas y con cuales criterios fueron elegidas. Tampoco se relaciona directamente con un programa específico que de contexto y definición a la propuesta.

En relación con la Áreas Naturales Protegidas, sobresale el planteamiento de captación de recursos por concepto de pagos de derechos ya que tal afirmación conlleva también un planteamiento de pago por servicios ambientales donde quien presta los servicios es el Estado a través de sus parques naturales ya sea por su potencial escénico y de recreación, por su diversidad natural para la realización de estudios, etc.

El Plan Nacional de Medio Ambiente y Recursos Naturales reconoce la pertinencia del pago por servicios ambientales como una estrategia para la conservación de la biodiversidad y el uso sustentable de los recursos naturales, abriendo la posibilidad de que éste esquema se aplique en programas gubernamentales o en iniciativas lideradas por la sociedad civil organizada.

En el Plan Nacional Forestal 2001-2006 el tema de los servicios ambientales esta totalmente incorporado en los objetivos y líneas de acción del sector. Sin embargo, al igual que en el Plan Nacional de Medio Ambiente y Recursos del cual es parte, el tema de servicios ambientales está planteado en aras de hacerle un espacio propio al tema, abrir todas las posibilidades en torno a su desarrollo pero no hay propuestas concretas en cuanto a las reformas legales que serían necesarias, y que el propio programa establece como uno de sus objetivos en materia de reforma legal, ni a la forma de operación de los mismos.

En congruencia con el plan sectorial rector, el Plan Nacional de Areas Naturales Protegidas también incorpora dentro de uno de sus pautas estratégicas el tema de los incentivos, donde se ubica la promoción de un mercado de servicios ambientales.

El tema del agua ha sido manejado históricamente priorizando el agua potable, saneamiento y alcantarillado. El Plan Hidráulico 2001-2006,  a pesar de encontrarse integrado al Plan Nacional de Medio Ambiente, se centra en el buen uso del agua a fin de conservar las aguas nacionales pero no contempla ningún tema relacionado con la captación del agua. Sorprende que ligado al enfoque de uso no se refleje el impacto que los servicios ambientales prestan en el ciclo hidrológico y que por tanto no se encuentre en el Plan Hidráulico una sola mención al pago por servicios ambientales.

Marco Jurídico

Metodología de análisis

Con el fin de poder establecer claramente las preguntas legales relevantes con relación al pago por servicios ambientales, se establecieron una serie de preguntas ligadas a los elementos escenciales del instrumento, que nos permitirán conocer cuales son las alternativas o los obstáculos que la ley  presenta.

En el esquema que se muestra a continuación, tenemos un diagrama de flujo básico que nos muestra el proceso del pago por servicios ambientales:




B Tomadores de decisiones  


C Recursos Naturales










Toda decisión sobre el manejo de los recursos naturales, sea lícita o no, adecuada o no, sustentable o no, son tomadas por la persona o grupo social que tiene la posesión real del terreno en donde se encuentran los recursos naturales.

Partiendo de que quien presta los servicios ambientales está sosteniendo una decisión que lo afecta patrimonialmente, ya sea por su hacer o no hacer, el prestador de servicios ambientales deberá ser quien tenga la posesión legal del terreno, quien tenga la capacidad de tomar las decisiones necesarias para el uso sustentable de los recursos naturales del territorio que detenta. Conforme al Código Civil Federal "cuando en virtud de un acto jurídico el propietario entrega a otro una cosa, concediéndole el derecho de retenerla temporalmente en su poder en calidad de usufructuario, arrendatario, depositario u otro titulo análogo, los dos son poseedores de la cosa. El que la posee a titulo de propietario tiene una posesión originaria; el otro una posesión derivada" así, "la posesión da al que la tiene la  presunción de propietario para todos los efectos legales"

En este sentido, y en relación con a letra A de nuestro diagrama, necesitamos preguntarle a la ley:

A.
¿Quién tiene capacidad legal de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones al respecto?

A1. ¿Cuál es la forma establecida para tomar decisiones sobre

        el recurso regulado de manera legal?

Como ya se a mencionado en párrafos anteriores, la conducta humana regulada, la toma de decisiones por parte de propietarios y poseedores, nos interesa en relación con los recursos naturales. De esta manera, con relación a los recursos naturales , letra C en el esquema, nos preguntamos:

C
¿Qué recursos naturales protege esta ley?

C1  ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos?

C2. ¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos?

El hecho de que haya una persona o grupo tomando decisiones que le afectan patrimonialmente debe producir una consecuencia que aquí denominaremos "consecuencia ecológica positiva", es decir, que las acciones o las falta de las mismas contribuyen para que se den servicios ambientales ya sean estos captación de agua pluvial y recarga de acuíferos, captura de carbono, conservación de la biodiversidad, etc.

Con relación a la "consecuencia ecológica positiva", letra D del esquema, tenemos que preguntarnos:

D. ¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?

D1. ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé?

Es necesario poder identificar a quien la "consecuencia ecológica positiva" beneficia. El beneficiario puede ser a una o varias personas en lo particular o un sujeto moral específico (un ejido) o difuso (como sería la población nacional o mundial) con independencia de quien pague la retribución. En este sentido nos preguntamos:

E.    ¿La ley identifica al posible beneficiado?

E1. ¿La ley establece alguna obligación para con el beneficiado?

Finalmente debe haber una retribución del beneficiado al(os)  tomador(es) de decisión que se vieron restringidos en sus derechos de uso. Al respecto,  es importante determinar:

F. ¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución?

F1. ¿La ley determina quien está obligado a  pagar la retribución?

F2. ¿Se limita la posibilidad de la retribución?

A continuación se contestaran cada una de estas interrogantes con relación a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (artículo 27), Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, Ley Forestal, Ley de Aguas Nacionales, Ley de Desarrollo Rural Sustentable y ley Agraria. El Código Civil Federal se irá desarrollando en la medida que sea necesario como complemento de las leyes enunciadas.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

La constitución está compuesta por 136 artículos. Contiene una parte dogmática y una parte organizativa; la parte dogmática, en la que se establece la declaración de as garantías individuales, comprende los primeros 28 artículos de la constitución, aunque en realidad estamos tratando de dos partes, las garantías individuales y las garantías sociales.

Las garantías sociales se encuentran particularmente en los artículos 3º. , 27, 28 y 123 de la Constitución e implican un hacer por parte del Estado, en contrapartida de las garantías individuales que representan primordialmente una abstención por parte del propio Estado.

En el caso del artículo 27 Constitucional, se establece que la propiedad de tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional corresponde originariamente a la Nación, la cual tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada.

La Nación tendrá en todo momento el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de la conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana.

Es el ejecutivo Federal el responsable de llevar a cabo todas las políticas públicas en relación con los recursos naturales propiedad de la nación, quien ejercerá sus funciones a través de las Secretarías de Estado respectivas.

¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones respecto a los recursos naturales?

En base a la propiedad originaria del Estado, todas las decisiones sobre los recursos naturales que no se hayan otorgado a los particulares, serán tomadas por el ejecutivo federal, como es el caso de las aguas nacionales y aquellos recursos explícitamente determinados en el artículo 27, que se expondrán posteriormente.

Cuando la propiedad sea transmitida a particulares, estos deberán regirse por lo que establecido por el Código Civil Federal. En el caso de que la propiedad sea transmitida a núcleos agrarios, éstos estarán a lo dispuesto en la Ley Agraria.

¿Qué recursos naturales protege esta ley? ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos?

Corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales siguientes:

1.
De la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; 

2.
De todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; 

3.
Los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas; 

4.
Los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; 

5.
Los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; 

6.
Los combustibles minerales sólidos; 

7.
El petróleo y todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; 

8.
El espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional.

Son propiedad de la Nación las aguas:

1.
De los mares territoriales en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional; las aguas marinas interiores;

2.
De las lagunas y esteros que se comuniquen permanentemente o intermitentemente con el mar; 

3.
De los lagos interiores de formación natural que estén ligados directamente a corrientes constantes; 

4.
De los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional; 

5.
De las corrientes constantes o intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República;

6.
De los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzadas por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la República con un país vecino; 

7.
De los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, vasos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, 

8.
Las que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes interiores en la extensión que fija la ley. 

Las aguas del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el dueño del terreno, pero cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos; el Ejecutivo Federal podrá reglamentar su extracción y utilización y aún establecer zonas vedadas, al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. 

Cualesquiera otras aguas no incluidas en la enumeración anterior, se considerarán como parte integrante de la propiedad de los terrenos por los que corran o en los que se encuentren sus depósitos, pero si se localizaren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública, y quedará sujeto a las disposiciones que dicten los Estados.

¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos por esta ley?

El dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible y la explotación, el uso o el aprovechamiento de los recursos federales, por los particulares o por sociedades constituidas conforme a las leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante concesiones, otorgadas por el Ejecutivo Federal

El Gobierno Federal tiene la facultad de establecer reservas nacionales y suprimirlas. Las declaratorias correspondientes se harán por el Ejecutivo en los casos y condiciones que las leyes prevean.

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?   ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé?

Aunque no en los términos que estamos usando con relación a los servicios ambientales, el artículo 27 constitucional si contempla que sé de una "consecuencia eclógica positiva"  como se desprende de mantener en todo tiempo la posibilidad de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de, entre otros, cuidar de su conservación y lograr el desarrollo equilibrado del país

Sin embargo, en este planeamiento la consecuencia se da en virtud de una decisión del Ejecutivo Federal que impone a los particulares una restricción a su derecho de uso y aprovechamiento de su propiedad en virtud del bien común, sin retribuir los daños económicos causados.

Al presentarse la consecuencia ecológica positiva como un mandato de la Nación con fundamento en su propiedad originaria, el acatamiento de dicha decisión es obligatoria. A pesar de que el elemento de toma de decisiones voluntaria nos aleja del planteamiento inicial de pago por servicios ambientales, también en este caso nos enfrentamos al "empobrecimiento" de una parte (el propietario privado) en contraprestación al "enriquecimiento" de otra (la nación, la sociedad, etc) lo que nos propone la necesidad de una contraprestación aún en estos casos.

¿La ley identifica al posible beneficiado? ¿la ley establece alguna obligación para con el beneficiado?

En los términos del artículo 27 constitucional, el beneficiado de la regulación del aprovechamiento de los elementos naturales es el beneficio social.

Aunque no de manera explícita, la redacción del artículo 27 constitucional expone que el beneficio social y el interés publico siempre estarán por encima de los intereses particulares. En este sentido, en una situación que confronte a ambos "actores" el ejecutivo federal se encuentra obligado a actuar en beneficio del primero. Sin embargo, no contempla ninguna obligación del Estado para con el  propietario.

¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución?

Aunque el supuesto es esencialmente diferente, la Constitución sólo se refiere a retribución en materia de expropiación, misma que sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización.

Análisis.

Sobre la regularización del aprovechamiento, la constitución sigue la línea de imponer desde el ejecutivo las limitaciones en aras de una autoridad originaria y un mandato de velar por el bien común. Sin embargo, lo que el instrumento de Pago por Servicios Ambientales propone es que sean estrategias de mercado quienes lleven a una auto limitación en el uso.

Son varios los obstáculos relacionados con esta facultad del Ejecutivo por imponer regulaciones y límites en ejercicio de su propiedad originaria:   En el caso de los limites de uso, no en la expropiación, el daño patrimonial que sufre el particular no es incorporado a ningún bien ni servicio que lo compense y el particular afectado tiene que internalizar el costo en su perjuicio.  Al ser un instrumento perjudicial para el particular este va a tratar de no cumplir las reglas impuestas para el uso y explotación de sus recursos naturales, requiriendo un fuerte esfuerzo de monitoreo por parte del estado. Asimismo,  la falta de incentivos a conservar el hábitat puede generar un incentivo perverso a quitarle lo valioso al terreno para quedar fuera del interés del Estado por regular este espacio.

En la discusión sobre la supremacía del bien común sobre los particulares, la Constitución no elabora más allá de esta declaración sin considerar que el empobrecimiento de los particulares limitados para hacer uso de sus recursos naturales también afecta al bien común a mediano y largo plazo. En las condiciones actuales la constitución requiere hacer planteamientos innovadores donde, sin perjuicio de la soberanía del Estado y su propiedad originaria, incentiven a la conservación de los ecosistemas y  su desarrollo sustentable en esquemas donde la sociedad en su conjunto asuma los costos asociados a ello.

En materia de aguas nacionales, el total control del tema por el Ejecutivo Federal no ha permitido acciones de los particulares para garantizar una óptima calidad y un manejo adecuado de las cuencas. La supremacía del Estado sobre el recurso agua y el mal entendido concepto de la concesión nos han llevado a que los particulares no se vean comprometidos con su manejo y peor aún, se sientan facultados para hacer un uso irracional del recurso al pagar la concesión, amén de la falta de planeación en la materia con fines de conservación y uso sustentable como se analizó en el Plan Hidráulico Nacional 2000-2006 y se discutirá más adelante con respecto a la Ley de Aguas Nacionales.
Ahora bien, los particulares (entendiendo entre ellos a los sujetos agrarios) no tienen obstáculo alguno para que, voluntariamente, puedan contratar cualquier cosa que no este prohibida. 

Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente

Publicada por primera vez en 1988 la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente es reglamentaria del artículo 27 constitucional en materia de preservación y restauración del equilibrio ecológico y protección al ambiente. Es una ley moderna que ya contempla varios de los conceptos innovadores en materia de conservación y desarrollo sustentable.

En este sentido, una de las grandes fortalezas de la ley consiste en el artículo 15  donde se establece la declaración de principios rectores:

I.- Los ecosistemas son patrimonio común de la sociedad y de su equilibrio dependen la vida y las posibilidades productivas del país;

II.- Los ecosistemas y sus elementos deben ser aprovechados de manera que se asegure una productividad óptima y sostenida, compatible con su equilibrio e integridad;

III.- Las autoridades y los particulares deben asumir la responsabilidad de la protección del equilibrio ecológico;

IV.- Quien realice obras o actividades que afecten o puedan afectar el ambiente, está obligado a prevenir, minimizar o reparar los daños que cause, así como a asumir los costos que dicha afectación implique. Asimismo, debe incentivarse a quien proteja el ambiente y aproveche de manera sustentable los recursos naturales;

V.- La responsabilidad respecto al equilibrio ecológico, comprende tanto las condiciones presentes como las que determinarán la calidad de la vida de las futuras generaciones;

VI.- La prevención de las causas que los generan, es el medio más eficaz para evitar los desequilibrios ecológicos;

VII.- El aprovechamiento de los recursos naturales renovables debe realizarse de manera que se asegure el mantenimiento de su diversidad y renovabilidad;

VIII.- Los recursos naturales no renovables deben utilizarse de modo que se evite el peligro de su agotamiento y la generación de efectos ecológicos adversos;

IX.- La coordinación entre las dependencias y entidades de la administración pública y entre los distintos niveles de gobierno y la concertación con la sociedad, son indispensables para la eficacia de las acciones ecológicas;

X.- El sujeto principal de la concertación ecológica son no solamente los individuos, sino también los grupos y organizaciones sociales. El propósito de la concertación de acciones ecológicas es reorientar la relación entre la sociedad y la naturaleza;

XI.- En el ejercicio de las atribuciones que las leyes confieren al Estado, para regular, promover, restringir, prohibir, orientar y, en general, inducir las acciones de los particulares en los campos económico y social, se considerarán los criterios de preservación y restauración del equilibrio ecológico;
XII.- Toda persona tiene derecho a disfrutar de un ambiente adecuado para su desarrollo, salud y bienestar. Las autoridades en los términos de esta y otras leyes, tomarán las medidas para garantizar ese derecho;

XIII.- Garantizar el derecho de las comunidades, incluyendo a los pueblos indígenas, a la protección, preservación, uso y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y la salvaguarda y uso de la biodiversidad, de acuerdo a lo que determine la presente Ley y otros ordenamientos aplicables;

XIV.- La erradicación de la pobreza es necesaria para el desarrollo sustentable;

XV.- Las mujeres cumplen una importante función en la protección, preservación y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales y en el desarrollo. Su completa participación es esencial para lograr el desarrollo sustentable;

XVI.- El control y la prevención de la contaminación ambiental, el adecuado aprovechamiento de los elementos naturales y el mejoramiento del entorno natural en los asentamientos humanos, son elementos fundamentales para elevar la calidad de vida de la población;

XVII.- Es interés de la nación que las actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional y en aquellas zonas donde ejerce su soberanía y jurisdicción, no afecten el equilibrio ecológico de otros países o de zonas de jurisdicción

internacional;

XVIII.- Las autoridades competentes en igualdad de circunstancias ante las demás naciones, promoverán la preservación y restauración del equilibrio de los ecosistemas regionales y globales;

XIX.- A través de la cuantificación del costo de la contaminación del ambiente y del agotamiento de los recursos naturales provocados por las actividades económicas en un año determinado, se calculará el Producto Interno Neto Ecológico. El Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática integrará el Producto Interno Neto Ecológico al Sistema de Cuentas Nacionales, y

XX.- La educación es un medio para valorar la vida a través de la prevención del deterioro ambiental, preservación, restauración y el aprovechamiento sostenible de los ecosistemas y con ello evitar los desequilibrios ecológicos y daños ambientales.
La importancia de estos principios para efectos del presente análisis se pueden resumir en los siguientes puntos:

· Al contrario del espíritu de la Constitución y de la Ley de Aguas Nacionales, quienes consideran al estado propietario original de todos los recursos naturales y por tanto el único facultado para regular su actividad en busca de un desarrollo equilibrado, en la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente los recursos naturales y sus ecosistemas son percibidos como  patrimonio común de la sociedad, estableciendo explícitamente una corresponsabilidad en la protección del equilibrio ecológico.

· Se establecen claramente la importancia de la  participación de la sociedad (sujetos, grupos y organizaciones sociales) y de su coordinación con los diferentes niveles de gobierno para la eficacia de las acciones ecológicas.

· Establece principios económicos y sociales ligados a la conservación del medio ambiente y su uso sustentable al precisar que la erradicación de la pobreza es necesaria para el desarrollo sustentable. Esta afirmación fundamenta la búsqueda de esquemas económicos alternativos donde se asegure la conservación de los ecosistemas y su elementos, pero también  se abran oportunidades para combatir la pobreza de los pobladores.

Asimismo, se hace patente la necesidad de cuantificar el costo de la contaminación del ambiente y del agotamiento de los recursos naturales provocados por actividades económicas, lo cual es la fundamentación más directa del pago por servicios ambientales. 

Acorde con los principios así establecidos, la ley contiene una sección específica para los llamados instrumentos económicos.

¿Qué recursos naturales protege esta ley?

Conforme lo establecido en el artículo 1º. de la ley, el mandato fundamental es la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como la protección al ambiente en territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce soberanía y jurisdicción.

De esta aseveración podemos hacer algunas precisiones importantes para el presente estudio:

La ley no establece una responsabilidad precisa sobre un recurso natural en lo general o particular, sino se asume con una acción reguladora de la propiedad de los particulares en aras del equilibrio ecológico y la protección al ambiente.

El ámbito de acción de ésta acción regulatoria comprende todo el país y se encuentra fundamentado en la propiedad originaria de la Nación, como se establece en el artículo 27 Constitucional que, como ya se analizó, establece la facultad imperecedera de la Nación de regular en beneficio social el aprovechamiento de los recursos naturales susceptibles de apropiación con el objeto, entre otros, de cuidar su conservación y lograr el desarrollo equilibrado del país. 

En esta lógica, la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente (LGEEPA) tiene dentro de sus atribuciones definir los principios de la política ambiental y los instrumentos para su aplicación (analizados en el capitulo de programas gubernamentales del presente trabajo), el establecimiento de los mecanismos de coordinación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y privado, así como con personas y grupos sociales  en materia ambiental y el establecimiento de medidas de control y de seguridad para garantizar el cumplimiento de las disposiciones legales dispuestas.

 ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos? ¿ ¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones al respecto?

En virtud de lo expuesto, los recursos naturales pertenecen  a los particulares dueños del terreno conforme lo  establecido por el Código Civil Federal que al definir los bienes inmuebles nos indica que se consideran como tales el suelo y las construcciones adheridas a él; las plantas y árboles mientras estuvieran pegados a la tierra y los frutos pendientes de los mismo árboles y todo lo que esté unido a un inmueble de una manera fija, de modo que no pueda separarse sin deterioro del mismo inmueble y los manantiales, estanques, aljibes y corrientes de agua, entre otros. Obviamente, se excluye de la propiedad de los particulares todos los recursos naturales propiedad de la nación enumerados en el artículo 27 constitucional.

Los recursos naturales dentro de las áreas naturales protegidas que no conlleven una expropiación ( como las reservas de la biosfera, por ejemplo) siguen perteneciendo a los propietarios conforme lo establecido en el párrafo anterior pero tienen limitaciones a su derecho de uso, de acuerdo a la ley y al decreto que crea el área natural protegida.

Los recursos naturales dentro de áreas naturales protegidas que expropiaron terrenos particulares para su creación (como los parques nacionales) son propiedad de la autoridad que expropió, sea esta la federación, los estados o los municipios.

Los recursos naturales explícitamente enunciados en  el artículo 27 de nuestra constitución son  federales y sólo la federación podrá tomar decisiones sobre su uso y explotación, entre los cuales se encuentran las identificadas como aguas nacionales.

Ahora bien, con relación a los posesionarios la ley establece como premisa básica: Cuando en virtud de un acto jurídico el propietario entrega a otro una cosa, concediéndole el derecho de retenerla temporalmente en su poder en calidad de usufructuario, arrendatario, acreedor pignoraticio, depositario, u otro título análogo, los dos son poseedores de la cosa. El que la posee a título de propietario tiene una posesión originaria; el otro, una posesión derivada (Artículo 791 Código Civil Federal).  Asimismo determina que la posesión da al que la tiene, la presunción de propietario para todos los efectos legales ( Art. 798 Código Civil Federal)

Sin embargo, el que posee en concepto de dueño por más de un año, pacífica, continua y públicamente, sin tener un contrato que le otorgue legalmente la posesión e incluso si es de mala fe con tal que no sea delictuosa, tiene derecho a dos terceras partes de los frutos industriales, esto es, los que producen las heredades o fincas mediante el cultivo o el trabajo pero no tienen derecho a los frutos naturales (aquellos producidos espontáneamente de la tierra, las crías y demás productos de los animales), ni a los frutos civiles (alquileres de bienes muebles, las rentas de los inmuebles,  y todos aquellos  que no siendo producidos por la misma cosa directamente, vienen de ella por contrato, por ultima voluntad o por la ley.

En el caso de los servicios ambientales, aún cuando el servicio en sí mismo puede entrar dentro de la definición de frutos naturales, la contraprestación, el pago, es un fruto civil derivado de un contrato establecido para tal fin. Resumiendo, un posesionario que no cuente con un título que le de tal carácter, no puede  beneficiarse legalmente por concepto de pago por servicios ambientales.

Cabe mencionar que con relación a los recursos genéticos la ley no es suficientemente explícita.  Si bien se hace referencia tangencial a estos recursos al hablar de las autorizaciones necesarias para realizar investigaciones que impliquen biotecnología, no se específica quien es considerado por la autoridad como el propietario.

En estricto sentido, la interpretación del artículo 87 bis que solicita previo a la autorización de la autoridad, el consentimiento previo, expreso o informado del propietario o legitimo poseedor nos lleva a concluir que, por tanto, el propietario de los recursos genéticos está identificado con el dueño del terreno y de los bienes muebles accesorios (plantas, árboles, etc.) conforme lo establecido en el Código Civil Federal.  Esta interpretación, si bien coherente jurídicamente, abre un amplio campo de discusión en el terreno del pago por servicios ambientales al no contemplar los derechos colectivos sobre los recursos genéticos .

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos? ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé?

El objeto fundamental de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente conlleva la búsqueda de lo que, para los efectos del análisis aquí realizado, hemos identificado como una “consecuencia ecológica positiva”  sea esta la preservación y restauración del equilibrio ecológico, la protección del ambiente o  el desarrollo sustentable. Asimismo, la función principal de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente es justamente la regulación de la conducta con relación al uso y explotación de los recursos naturales y los ecosistemas. En este sentido, la ley cuenta con secciones específicas para la regulación ambiental de los asentamientos humanos, evaluación del impacto ambiental, el establecimiento de áreas naturales protegidas,  la preservación y aprovechamiento de flora y fauna y el aprovechamiento sustentable de los elementos naturales (agua, suelo y recursos no renovables). Sin embargo, la mayor parte de estos elementos regulatorios están expresados como principios y/o criterios sin otorgarles una coercitividad específica y por tanto no tienen la capacidad de garantizar su seguimiento.

En relación con el agua, corresponde al Estado y a la sociedad la protección de los ecosistemas acuáticos y el equilibrio de los elementos naturales que intervienen en el ciclo hidrológico. En este sentido se establece que para mantener la integridad y el equilibrio de los elementos naturales que intervienen en el ciclo hidrológico, se deberá considerar la protección de suelos y áreas boscosas y selváticas y el mantenimiento de caudales básicos de las corrientes de agua, y la capacidad de recarga de los acuíferos.  Desafortunadamente, esta aseveración tan adecuada, no ha sido retomada por la Ley de Aguas Nacionales teniendo como consecuencia que esta ley operativa no tome en cuenta todos los elementos del ciclo hidrológico y como se verá mas adelante, se centre únicamente en la explotación del recurso.

En materia de toma de decisiones, desde el ámbito gubernamental, debemos hacer referencia a la distribución de competencias establecidas en el capitulo II pero tomando en cuenta la facultad de la federación para suscribir convenios o acuerdos de concertación conforme lo previsto en el artículo 11 de la ley.

¿La ley identifica al posible beneficiado?  ¿la ley establece alguna obligación para con el beneficiado? ¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución?  ¿la ley determina quien está obligado a  pagar la retribución? ¿se limita la posibilidad de la retribución?

Como ya lo hemos mencionado, la ley en comento tiene el mandato de regular las actividades que puedan afectar el desarrollo armónico del hombre y la naturaleza. En este sentido, si bien no específica los sujetos de un esquema de pago por servicios ambiéntales (que, dicho sea de paso, no tendría porque considerarlo dado que este tipo de contratos se pueden dar dentro del ámbito de obligaciones civiles) da un gran paso al  establecer que la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, diseñarán, desarrollarán y aplicarán instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento de los objetivos de la política ambiental.

Los instrumentos económicos, en este sentido son definidos como los mecanismos normativos y administrativos de carácter fiscal, financiero o de mercado, mediante los cuales las personas asumen los beneficios y costos ambientales que generen sus actividades económicas, incentivándolas a realizar acciones que favorezcan el ambiente. Ahora bien aunque el pago por servicios ambientales puede encuadrarse como un instrumento económico de mercado, no se encuentra enunciado como tal dentro de esta categoría, al señalar que “son instrumentos de mercado las concesiones, autorizaciones, licencias y permisos que corresponden a volúmenes preestablecidos de emisiones contaminantes en el aire, agua o suelo, o bien, que establecen límites de aprovechamiento de recursos naturales, o de construcción en áreas naturales protegidas o en zonas cuya preservación y protección se considere relevante desde el punto de vista ambiental” (artículo 22 ).

A pesar de lo anterior,  podemos encontrar el fundamento del pago por servicios ambientales cuando la ley afirma que con los instrumentos económicos se buscará, entre otras cosas, promover un cambio en la conducta de las personas que realicen actividades industriales, comerciales y de servicios, de tal manera que sus intereses sean compatibles con los intereses colectivos de protección ambiental y de desarrollo sustentable; fomentar la incorporación de información confiable y suficiente sobre las consecuencias, beneficios y costos ambientales al sistema de precios de la economía; otorgar incentivos a quien realice acciones para la protección, preservación o restauración del equilibrio ecológico y promover una mayor equidad social en la distribución de costos y beneficios asociados a los objetivos de la política ambiental.

Análisis

Si bien es la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección del Ambiente es una legislación avanzada que ya contempla esquemas modernos y alternativos para incentivar la protección al ambiente y el desarrollo sustentable, muchos de estos temas son tratados de manera muy general lo que no permite que se pueda dar un desarrollo preciso de los mismos. 

Sin embargo, es importante considerar que en el esquema de pago por servicios ambientales, a diferencia a otros mecanismos económicos como los fiscales o financieros, la conjunción de voluntades de las partes es un elemento esencial para que funcione dentro de los mecanismos de mercado, por lo que la intervención gubernamental debe limitarse a promover y facilitar este tipo de instrumentos y no necesariamente ser parte promotora o actora de ellos. La intervención estatal en el diseño y operación de un programa de pago por servicios ambientales, corre el gran riesgo de confundirse con un sistema de incentivos, de compensaciones que pueden no lograr situarlo en el mercado, traicionando la lógica inicial del mecanismo, aunque obviamente, este es un punto de vista que está aún en discusión y que debe ser analizado en la perspectiva de incentivar este tipo de esquemas novedosos y alternativos.

Ley de Aguas Nacionales

La Ley de Aguas Nacionales tiene por objeto regular la explotación, uso o aprovechamiento de la aguas nacionales en los términos de lo dispuesto por el artículo 27 constitucional, su distribución y su control, así como la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral sustentable (Art. 1 LAN) 

El precepto fundamental de la ley se centra en la importancia de las aguas nacionales como satisfactorias de la necesidad de la población y estratégicas para el desarrollo  y la seguridad nacional, por lo que el Estado debe regular las conductas relacionadas con el agua.

La autoridad y encargada de la administración en materia de aguas nacionales y de sus bienes públicos inherentes corresponde al ejecutivo federal, quien lo ejercerá directamente o a través de la Comisión Nacional del Agua (Art. 4 LAN)

Sin embargo, para el cumplimiento y la aplicación de la ley, el Ejecutivo Federal promoverá la coordinación de acciones con los gobiernos de las entidades federales y de los municipios, sin afectar sus facultades en la materia y en el ámbito de sus correspondientes atribuciones.

Asimismo, se establecerán consejos de cuenca que serán instancias de coordinación y concertación entre la Comisión Nacional del Agua, la dependencias y  entidades de las instancias federal, estatal o municipal y los representantes de los usuarios de la respectiva cuenca hidrológica, con objeto de formular y ejecutar programas y acciones para la mejor administración de las aguas, el desarrollo de la infraestructura hidráulica y da preservación de los recursos de la cuenca (Art. 13 LAN)

¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones al respecto? ¿Cuál es la forma establecida para tomar decisiones?     

El Ejecutivo Federal podrá reglamentar mediante un decreto, la extracción y utilización de aguas nacionales, establecer zonas de veda o declarar la reserva de aguas en los siguientes casos de interés público:

I.
Para prevenir o remediar la sobreexplotación de acuíferos

II.
Para proteger o restaurar un ecosistema

III.
Para preservar fuentes de agua potable o protegerlas contra la contaminación

IV.
Para preservar o controlar la calidad del agua

V.
Por escasez o sequía extraordinarias.

¿Qué recursos naturales protege esta ley?  ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos? ¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos?

Son aguas nacionales las enunciadas en el párrafo 5º. del artículo 27 constitucional conforme lo establecimos en páginas anteriores. 

Ahora bien, el régimen de propiedad nacional de las aguas subsistirá aún y cuando las aguas, mediante la construcción de obras, sean desviadas del cauce o vasos originales, se impida su afluencia a ellos o sean objeto de tratamiento. Igualmente las aguas residuales provenientes del uso de las aguas propiedad de la Nación tendrán el mismo carácter (Art 16 LAN)

La explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales por parte de personas físicas o morales se realizará mediante la concesión otorgada por el Ejecutivo Federal a través de la Comisión Nacional del Agua que no será menor de cinco años ni mayor de cincuenta. (Arts.  20 y 24)

La explotación, uso o aprovechamiento de aguas en ejidos y comunidades para el asentamiento humano o para tierras de uso común se efectuarán conforme lo disponga el reglamento que al efecto formule el ejido o comunidad, tomando en cuenta los elementos que deben incluir los reglamentos internos de las personas morales que señala explícitamente la ley.

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?  ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva" se dé?

Lo que la Ley de Aguas Nacionales establece como una obligación del concesionario o asignatario es sujetarse a las disposiciones generales y normas en materia de seguridad hidráulica y de equilibrio ecológico y protección al ambiente.

Asimismo, los concesionarios tienen entre sus derechos el obtener la constitución de servidumbres legales en los terrenos indispensables para llevar a cabo el aprovechamiento de agua o su desalojo, tales como el desagüe, de acueducto y las demás establecidas en el código civil.

¿La ley identifica al posible beneficiado? ¿la ley establece alguna obligación para con el beneficiado?

Toda vez que las "consecuencias ecológicas positivas" son resultado de la acción del Gobierno Federal en aras del beneficio social, no se identifica un beneficiado concreto. Más aún, el ejecutivo Federal tiene la facultad de imponer restricciones a la explotación del recurso si así es conveniente para el bien común, pero no tiene la obligación de hacer que esa acción de conservación se dé.

¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución? ¿la ley determina quien está obligado a  pagar la retribución?

En  el marco de la Ley de Aguas Nacionales es el Estado quien presta un "servicio" al dar concesiones a los particulares para el uso o explotación de las Aguas Nacionales. Desde este punto de vista, son los particulares quienes tienen que pagar por la vía fiscal al estado por el uso de los recursos hidráulicos.

Análisis

La ley se centra casi con exclusividad en la explotación de las aguas nacionales, sin considerar el conservar las condiciones de la cuenca, y los elementos ligados al recurso.  Cabe destacar que las aguas pluviales no están consideradas como aguas nacionales hasta que no se incorporan a algunos de los supuestos constitucionales como aguas nacionales.

Como se desprende del texto mismo de la ley, es el Estado quien está obligado a velar por la conservación de los recursos y por garantizar su uso sustentable. Sin embargo, se  faculta al ejecutivo para reglamentar la extracción e incluso establecer limites a la misma pero respondiendo a su propio criterio. Asimismo, no compromete a los particulares en el cuidado del recurso ni les da ningún tipo de incentivos y no establece medidas preventivas, por lo que llegado un grado de afectación importante, los obliga a acatar su decisión.

En el esquema actual, son los concesionarios quienes pagan al estado una retribución por el servicio del agua, pero la explotación de ésta y las medidas preventivas no están establecidas de tal manera  que garanticen su conservación y uso sustentable.

Ahora bien, la creación de los consejos de cuenca abren oportunidades interesantes de concertación social entre los usuarios de la cuenca en la medida que tengan una representación real y sean manejados con criterios técnicos y no solamente políticos.  Al tener como objetivo  formular y ejecutar programas y acciones para, entre otros fines, preservar los recursos de la cuenca, en principio podría acordarse en al interior del consejo un programa de pago por servicios ambientales que garantizará una retribución entre los diversos actores para la captación de agua y evitar que los ríos  azolven las presas, por ejemplo.  

Finalmente, y aún cuando están fuera de los términos de referencia del presente trabajo, considero importante hacer algunas consideraciones sobre las aguas estatales, es decir, propiedad de las entidades federativas.  Las disposiciones al respecto varían de Estado en Estado respondiendo a las consideraciones regionales propias y al contexto histórico legal de cuando fueron formuladas, entre otras.

En el caso de la Ley de Aguas del Estado de Guanajuato, expedida en abril del año 2000 establece que son aguas de jurisdicción estatal aquéllas que no reúnan las características de propiedad nacional ni particular, en los términos del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Además de regular temas relacionados con el servicios de agua potable y alcantarillado, esta legislación contempla también conceptos como la participación social (El Ejecutivo del Estado y los ayuntamientos, promoverán la participación de los sectores social y privado para mejorar la distribución y el aprovechamiento del agua, conservar y controlar su calidad.)  y la planeación hidráulica (El proceso de planeación comprenderá las etapas de diagnóstico, pronóstico, ejecución, control y evaluación.)

En contraste, la ley de aguas del estado de Chiapas, expedida en 1991 y reformada en 1994 establece como su objeto establecer las bases para la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado y no hace mención en ningún momento de un desarrollo sustentable del recurso, sino sujetando la explotación a “las necesidades del propio servicio
”
Como se puede apreciar de los ejemplos aquí expuestos, es necesaria mayor homogeneidad en las legislaciones estatales y que los estados asuman de manera mas activa la planeación hidrológica respondiendo a consideraciones regionales de desarrollo sustentable.

Ley Forestal

La Ley Forestal es una ley relativamente nueva (su última modificación se hizo el 31 de diciembre del 2001). Reglamentaria del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y tiene por objeto regular y fomentar la conservación, protección, restauración, aprovechamiento, manejo, cultivo y producción de los recursos forestales del país, a fin de propiciar el desarrollo sustentable.

La política forestal y las normas y medidas que se observarán en la regulación y fomento de las actividades forestales deberán sujetarse a los principios, criterios y disposiciones previstas en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en lo que resulten aplicables y tendrán entre otros, los siguientes propósitos: conservar, proteger y restaurar los recursos forestales y la biodiversidad de sus ecosistemas; proteger las cuencas y cauces de los ríos y los sistemas de drenaje natural, así como prevenir y controlar la erosión de los suelos y procurar su restauración y lograr un manejo sustentable de los recursos forestales, que contribuya al desarrollo socioeconómico de los ejidatarios, comuneros, pequeños propietarios, comunidades indígenas y demás propietarios o poseedores de dichos recursos, con pleno respeto a la integridad funcional y a las capacidades de carga de los ecosistemas de que forman parte los recursos forestales.

Aunque esta ley es muy específica para regular el aprovechamiento de un recurso natural particular, los recursos forestales, a diferencia de la Ley de Aguas que trata todo lo relativo a la explotación sin hablar de la protección de la cuenca y de los ecosistemas asociados, la Ley Forestal contempla todos los elementos que confluyen para que los recursos regulados tengan un desarrollo óptimo y una explotación sustentable

¿Qué recursos naturales protege esta ley?

 La ley regula la explotación  de los recursos forestales, siendo estos maderables y no maderables.

Los recursos forestales maderables son los árboles constitutivos del bosque o selva que pueden ser usados para la extracción de madera; los no maderables son las semillas, resinas, fibras, gomas, ceras, rizomas, hojas, pencas y tallos provenientes de vegetación forestal, así como los suelos de los terrenos forestales o de aptitud preferentemente forestal ( aquellos que no estando cubiertos por vegetación forestal, por sus condiciones de clima, suelo y topografía, puedan incorporarse al uso forestal)

 ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos?

La propiedad de los recursos forestales comprendidos dentro del territorio nacional corresponde a los ejidos, las comunidades o a las personas físicas o morales que sean propietarios de los terrenos donde aquéllos se ubiquen.  

Como ya se comentó el objeto de esta ley es de regulación, por lo que ninguno de los procedimientos establecidos en materia forestal alterarán el régimen de propiedad de dichos terrenos.

Sin embargo, y sin perjuicio de lo anteriormente señalado, en el Art. 2 de la Ley Forestal declara de utilidad pública la conservación, protección y restauración de los ecosistemas forestales.  Las implicaciones de la calidad de utilidad pública es relevante en cuanto los hace susceptibles de ser expropiados.

Creo que vale la pena profundizar un poco en la doctrina sobre la utilidad pública. De acuerdo con Burgoa, el concepto de utilidad pública es eminentemente económico. La idea de utilidad en general implica la relación entre una necesidad y un objeto satisfactor que a la misma deba aplicarse. Se dice, por ende, que hay utilidad cuando el bien satisfactor colma una necesidad preexistente, para cuyo efecto se requiere que entre aquél y éste haya una cierta adecuación o idoneidad. Por tanto, para que exista una causa de utilidad pública se requiere que haya, por un lado, una necesidad pública, esto es, estatal, social o general, personalmente indeterminada y, por otro, un objeto susceptible económicamente de colmar o satisfacer dicha necesidad.
 Sin embargo, debe hacerse extensiva a la idea de interés social, que no es solamente de interés económico, por lo que podemos decir que la hipótesis que fundamenta la utilidad publica así entendida debe estar comprendida en alguno de los siguientes tres supuestos: satisfacer cualquier necesidad que padezca la comunidad, evitar el daño que experimente o pueda sufrir inminentemente la colectividad o procurar un bienestar para la comunidad en el mejoramiento de las condiciones vitales de los sectores mayoritarios de la población o en la solución de problemas socio-económicos y culturales que los afecten
.

Así, aunque la tendencia actual tiene el mayor énfasis en regular la conducta de los propietarios sobre los recursos forestales de su propiedad, no de expropiarlos, el estado prevé la posibilidad de sacarlos de la propiedad privada si el interés social lo amerita.

¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones al respecto? ¿Cuál es la forma establecida para tomar decisiones sobre   los recursos naturales? ¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos?

Como propietarios de los recursos naturales forestales, son los propietarios los capacitados para tomar decisiones sobre la explotación de sus recursos o la no-explotación. Sin embargo se requiere la autorización de la Secretaria del Medio Ambiente y Recursos Naturales para el aprovechamiento de recursos forestales maderables y la forestación. Igualmente, es la SEMARNAT la facultada para evaluar y supervisar su manejo forestal y vigilar su cumplimiento y autorizar el cambio de utilización de los terrenos forestales

La solicitud contiene los datos generales del solicitante y su acreditación como propietario o legitimo poseedor, el programa de manejo forestal y en los casos de aprovechamientos forestales en selvas tropicales y de especies de difícil regeneración, una manifestación de impacto ambiental, en los términos de la legislación aplicable.

El Programa de manejo forestal debe contener (Art. 12 LF): 

a) Los objetivos generales y la vigencia del programa;

b) La ubicación del terreno o terrenos y las características físicas y biológicas del ecosistema forestal;

c) Los estudios dasométricos del área;

d) Las técnicas que se utilizarán en el aprovechamiento y la referencia a los ciclos de corta, de acuerdo con los principios de manejo forestal sustentable que se establezcan en las normas oficiales mexicanas;

e) Las medidas para conservar y proteger el hábitat de especies de flora y fauna silvestres amenazadas o en peligro de extinción;

f) Las medidas para la prevención, control y combate de plagas, enfermedades e incendios;

g) Las medidas de prevención y mitigación de impacto ambientales, en las distintas etapas de la aplicación del programa de manejo;

h) Los compromisos de forestación o reforestación que se contraigan;

i) La planeación, en su caso, de la infraestructura necesaria para transportar las materias primas forestales que se obtengan, y

j) Los demás requisitos que se establezcan en el reglamento de la presente ley y en las normas oficiales mexicanas que emita la Secretaría.

Finalmente, la Secretaría sólo podrá negar la autorización solicitada cuando:

I. Se contravenga lo establecido en esta ley, su reglamento, las normas oficiales mexicanas o en las demás disposiciones legales y reglamentarias aplicables;

II. Se comprometa la biodiversidad de la zona y la regeneración y capacidad productiva de los terrenos en cuestión, o

III. Exista falsedad en la información proporcionada por los promoventes, respecto de cualquier elemento de los programas de manejo correspondientes.

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?  ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé?

Toda la ley está hecha para tener una consecuencia ecológica positiva, entendiendo ésta como parte del aprovechamiento sustentable de los recursos forestales, sin identificar algún tipo de servicio que el bosque preste o reciba  en calidad de  servicio ambiental 

Sin embargo, La Administración Pública Federal, tomando en consideración el valor, potencialidades y costos de los recursos y actividades forestales  se obliga a establecer medidas, programas e instrumentos económicos para fomentar, inducir e impulsar la inversión y participación de los sectores social y privado en la conservación, protección, restauración, aprovechamiento sustentable y uso múltiple de dichos recursos, así como para la promoción y desarrollo de forestaciones, de conformidad con los algunos  objetivos prioritarios, dentro los que destacan para fines del presente estudio(Art. 33 LF):

IV. Impulsar el uso eficiente, diversificado y sostenido de los elementos que integran los ecosistemas forestales, así como valorizar y retribuir sus servicios ambientales, a fin de incrementar la participación del sector forestal en la economía local y nacional

La Secretaría deberá promover y difundir a nivel nacional, regional o local, según sea el caso, las medidas, programas e instrumentos económicos a que se refiere este artículo, con el propósito de que lleguen de manera oportuna a sus beneficiarios. De igual manera, deberá establecer los mecanismos de asesoría necesarios para facilitar el acceso de los interesados a los instrumentos respectivos.

Asimismo, la Secretaría, escuchando la opinión del Consejo y tomando en cuenta los requerimientos de recuperación en zonas de suelos degradados, las condiciones socioeconómicas de los habitantes de las mismas y las necesidades de propiciar aprovechamientos o forestaciones, promoverá la elaboración y ejecución de las medidas, programas e instrumentos económicos que se requieran para fomentar las labores de conservación, protección, restauración y aprovechamiento forestal sustentable, así como para realización de forestaciones con fines de restauración, protección de cuencas, producción de leñas, agroforestales, comerciales y de cualquier otra naturaleza.

¿La ley identifica al posible beneficiado? ¿la ley establece alguna obligación para con el beneficiado? ¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución?  ¿la ley determina quien está obligado a  pagar la retribución?  ¿se limita la posibilidad de la retribución?

En la Ley Forestal el Estado toma un papel de promotor y facilitador de instrumentos económicos alternativos que den alternativas redituables para los dueños de los recursos naturales y para el desarrollo sustentable. 

Por lo tanto, la ley no entra a establecer precisiones sobre la forma en que se deben contratar el pago por servicios ambientales, quien debe pagar ni la cantidad a pagar. 

Análisis

La Ley Forestal es una legislación operativa cuya tarea principal es regular el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales. Con este fin establece las regulaciones necesarias ligadas al plan de manejo forestal.

Ciertamente, dentro del manejo forestal identifica necesario fomentar, inducir e impulsar la inversión y participación de todos los sectores sociales en la conservación, restauración, aprovechamiento sustentable y uso múltiple de los recursos forestales y plantea la valorización de los elementos de los ecosistemas forestales como servicios ambientales.

Sin embargo, el planteamiento respecto a los servicios ambientales es débil y requiere todavía mayor grado de elaboración que permita su operación

Una discusión al respecto de los recursos forestales y el pago de servicios ambientales ha girado en torno a sí se pueden pagar servicios ambientales por una actividad que por ley tienes que regular en pro de su explotación sustentable y cuyo incumplimiento es, incluso tipificado como un delito federal contra el medio ambiente (Art. 418 y 419 Código Penal Federal) Al respecto vale la pena aclarar que lo que la ley regula es justamente la explotación sustentable, pero no impide la valorización de los servicios ambientales que genera ni la incorporación de estos servicios al mercado. Asimismo, tampoco establece ninguna limitación para que los dueños de los recursos forestales paguen a su vez algún servicio ecológico que, prestado por otro particular o el Estado, lo beneficie. En relación con los particulares, lo que la ley no expresamente prohíbe, se debe considerar permitido.

Ley General de Vida Silvestre

 La Ley General de Vida Silvestre es la ley una de las leyes mas nuevas en materia de medio ambiente y desarrollo sustentable. Reglamentaria del párrafo tercero del artículo 27 constitucional relativo al derecho de la nación de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público y regular en beneficio social el aprovechamiento de los recursos naturales susceptibles de apropiación, su objeto es establecer la concurrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, relativa a la conservación y aprovechamiento sustentable de la vida silvestre y su hábitat en el territorio de la República Mexicana y en las zonas en donde la Nación ejerce su jurisdicción.

Establece como su objetivo en materia de vida silvestre y su hábitat, la conservación mediante la protección y la exigencia de niveles óptimos de aprovechamiento sustentable, de modo que simultáneamente se logre mantener y promover la restauración de su diversidad e integridad, así como incrementar el bienestar de los habitantes del país (Art. 5 Ley General de Vida Silvestre).

En principio es una ley que concuerda con el espíritu general de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente y a pesar de ser una ley general equivalente en jerarquía a ésta ultima, se complementan al grado de que la Ley General de Vida Silvestre hace referencia a los principios establecidos en el artículo 15 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente como los principios rectores que deben ser acatados por la autoridad y que ya comentamos en su momento.

El tema de los servicios ambientales está bien posicionado dentro de la ley, aunque su mandato está más enfocado a la creación de Unidades de Manejo para la Conservación de Vida Silvestre (UMAS). Desde el artículo 3º. la ley define lo que entenderá por servicios ambientales como:  Los beneficios de interés social que se derivan de la vida silvestre y su hábitat, tales como la regulación climática, la conservación de los ciclos hidrológicos, la fijación de nitrógeno, la formación de suelo, la captura de carbono, el control de la erosión, la polinización de plantas, el control biológico de plagas o la degradación de desechos orgánicos.

¿Qué recursos naturales protege esta ley?

En estricto sentido, la ley regula las conductas relacionadas con la conservación, manejo y explotación de la vida silvestre, es decir, los organismos que subsisten sujetos a los procesos de evolución natural y que se desarrollan libremente en su hábitat, incluyendo sus poblaciones menores e individuos que se encuentran bajo el control del hombre.

Para lograr este objetivo, el Estado plantea prever  la conservación de la diversidad genética, así como la protección, restauración y manejo integral de los hábitats naturales, como factores principales para la conservación y recuperación de las especies silvestres; las medidas preventivas para el mantenimiento de las condiciones que propician la evolución, viabilidad y continuidad de los ecosistemas, hábitats y poblaciones en sus entornos naturales.

¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos?

En el caso de la vida silvestre, la ley en comento es muy clara y acorde con los lineamientos generales establecidos en el Código Civil Federal: Los propietarios o legítimos poseedores de los predios en donde se distribuye la vida silvestre, tendrán derechos de aprovechamiento sustentable sobre sus ejemplares, partes y derivados.

También trata de llenar el enorme vacío legal en cuanto al derecho sobre los recursos genéticos señalando que éstos estarán sujetos a los tratados internacionales y a las disposiciones sobre la materia.

Sin embargo, los tratados internacionales se limitan a señalar que son los Estados a los que corresponde la soberanía sobre los recursos genéticos y desarrollan con mayor detalle elementos relativos al consentimiento previo e informado para el acceso a los recursos genéticos y la distribución equitativa de beneficios surgidos por investigaciones biotecnológicas.

 En estricto sentido, se entiende por soberanía la capacidad que tienen los estado de autodeterminarse, es decir, se otorga una estructura jurídico-política que se expresa en el ordenamiento fundamental o constitución y excluye la injerencia de cualquier sujeto distinto de la nación
.  En base de lo anterior, se puede concluir que lo que las leyes internacionales establecen es la capacidad del Estado Mexicano de formular sus propios ordenamientos sobre el tema. En conclusión, este párrafo del artículo 4 de la Ley General de Vida Silvestre  no resuelve el discutido tema sobre la propiedad de los recursos genéticos.
¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley?  ¿Cuál es la forma establecida para tomar decisiones sobre  los recursos naturales?

Los propietarios y legítimos poseedores de predios en donde se distribuye la vida silvestre, tendrán el derecho a realizar su aprovechamiento sustentable y la obligación de contribuir a conservar el hábitat y podrán transferir esta prerrogativa a terceros, conservando el derecho a participar de los beneficios que se deriven de dicho aprovechamiento.

Los propietarios y legítimos poseedores de dichos predios, así como los terceros que realicen el aprovechamiento, serán responsables solidarios de los efectos negativos que éste pudiera tener para la conservación de la vida silvestre y su hábitat.

¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos?

En materia de vida silvestre, encontramos otra vez una acción reguladora por parte de la Administración Pública Federal en la que, a pesar de que los dueños tienen derecho a tomar decisiones sobre la conservación de vida silvestre en su predio,  deben dar aviso a la SEMARNAT, para que sean incorporados al Sistema de Unidades de Manejo para la Conservación de la Vida Silvestre.  Si además se realizan actividades de aprovechamiento, se deberán solicitar el registro de dichos predios o instalaciones como Unidades de Manejo para la Conservación de Vida Silvestre que pueden tener objetivos específicos de restauración, protección, mantenimiento, recuperación, reproducción, repoblación, reintroducción, investigación, rescate, resguardo, rehabilitación, exhibición, recreación, educación ambiental y aprovechamiento sustentable.

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?  ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé?

El artículo 4º. de la ley en comento establece que es deber de todos los habitantes del país conservar la vida silvestre; queda prohibido cualquier acto que implique su destrucción, daño o perturbación, en perjuicio de los intereses de la Nación. 

Es decir, la ley está diseñada para garantizar que se de una consecuencia ecológica positiva, e incluso prohíbe cualquier atentado a que así sea.

Por tanto, dentro de los lineamientos rectores se establece que la autoridad deberá prever los estímulos que permitan orientar los procesos de aprovechamiento de la vida silvestre y su hábitat, hacia actividades productivas más rentables con el objeto de que éstas generen mayores recursos para la conservación de bienes y servicios ambientales y para la generación de empleos

¿La ley establece alguna obligación en cuanto a la retribución? ¿la ley determina quien está obligado a  pagar la retribución? ¿Se limita la posibilidad de la retribución?

Si bien no se especifica una mecanismo especifico para el caso de pago por servicios ambientales, es importante señalar el compromiso que asume la autoridad en la ley de diseñar y promover en las disposiciones que se deriven de la Ley General de Vida Silvestre, el desarrollo de criterios, metodologías y procedimientos que permitan identificar los valores de la biodiversidad y de los servicios ambientales que provee, a efecto de armonizar la conservación de la vida silvestre y su hábitat, con la utilización sustentable de bienes y servicios, así como de incorporar éstos al análisis y planeación económicos, de conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y otras disposiciones aplicables, mediante mecanismos de compensación e instrumentos económicos que retribuyan a los habitantes locales dichos costos asociados a la conservación de la biodiversidad o al mantenimiento de los flujos de bienes y servicios ambientales derivados de su aprovechamiento y conservación,  sistemas de certificación para la producción de bienes y servicios ambientales, estudios para la ponderación de los diversos valores culturales, sociales, económicos y ecológicos de la biodiversidad, estudios para la evaluación e internalización de costos ambientales en actividades de aprovechamiento de bienes y servicios ambientales, y la utilización de mecanismos de compensación y otros instrumentos internacionales por contribuciones de carácter global.

Análisis

El principal tema de la Ley General de Vida Silvestre es la creación de las Unidades de Conservación de la Vida Silvestre (UMAS). Sin embargo, contempla dos elementos que resultan fundamentales en el diseño un instrumento de pago por servicios ambientales.

En primer lugar, es el único ordenamiento legal que se plantea la propiedad sobre los recursos genéticos. Si bien este aspecto no es resuelto definitivamente en la ley como se expuso en párrafos anteriores, vale la pena resaltar su presencia como un elemento más de la vida silvestre tomando en cuenta que el acceso a recursos genéticos para bioprospección se ha considerado como un tipo más de servicio ambiental.

En segundo lugar plantea obligación de la autoridad  de valorar la biodiversidad y los servicios ambientales que provee y compensar a los habitantes locales los costos de la conservación.  Este planteamiento, si bien no es el central de la ley, logra fundamentar de manera precisa la importancia de un esquema alternativo, tal vez el pago de servicios ambientales, para la conservación y usos sustentable de la biodiversidad.

Ley de Desarrollo Rural Sustentable

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable, el ordenamiento más nuevo en materia de desarrollo sustentable ya que fue aprobada en enero del 2001, es reglamentaria de la Fracción XX del Artículo 27 de la Constitución Política que a la letra dice “El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población campesina el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, créditos, servicios de capacitación y asistencia técnica. Asimismo expedirá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción agropecuaria, su industrialización y comercialización, considerándolas de interés público”

A pesar de que como se indico en el párrafo anterior, el mandato constitucional indica un desarrollo rural integral, la Ley de Desarrollo Rural Sustentable expresa en su artículo 1º. que sus disposiciones están dirigidas a promover el desarrollo rural sustentable del país, propiciar un medio ambiente adecuado, en los términos del párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional; y garantizar la rectoría del Estado y su papel en la promoción de la equidad, en los términos del artículo 25 constitucional
 

En este sentido, la ley entiende por desarrollo rural sustentable el mejoramiento integral del bienestar social de la población y de las actividades económicas en el territorio comprendido fuera de los núcleos considerados urbanos de acuerdo con las disposiciones aplicables, asegurando la conservación permanente de los recursos naturales, la biodiversidad y los servicios ambientales de dicho territorio (Art. 3 fracción XIV) 

Asimismo define Servicios Ambientales como los beneficios que obtiene la sociedad de los recursos naturales, tales como la provisión y calidad del agua, la captura de contaminantes, la mitigación del efecto de los fenómenos naturales adversos, el paisaje y la recreación, entre otros;

A diferencia de las otras leyes analizadas anteriormente en el cuerpo del presente estudio, la Ley de Desarrollo Rural Sustentable no tiene como objetivo regular o controlar actividades y conductas humanas, sino establecer lineamientos de políticas públicas y planeación que permitan integrar los conceptos inherentes al desarrollo sustentable en las diferentes áreas de la administración pública federal, por lo que no podrá responder a la metodología que hemos venido utilizando para el análisis de las disposiciones legales.

Los  objetivo de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable son:

I. Promover el bienestar social y económico de los productores, de sus comunidades, de los trabajadores del campo y, en general, de los agentes de la sociedad rural, mediante la diversificación y la generación de empleo, incluyendo el no agropecuario en el medio rural, así como el incremento del ingreso;

II. Corregir disparidades de desarrollo regional a través de la atención diferenciada a las regiones de mayor rezago, mediante una acción integral del Estado que impulse su transformación y la reconversión productiva y económica, con un enfoque productivo de desarrollo rural sustentable;

III. Contribuir a la soberanía y seguridad alimentaria de la nación mediante el impulso de la producción agropecuaria del país;

IV. Fomentar la conservación de la biodiversidad y el mejoramiento de la calidad de los recursos naturales, mediante su aprovechamiento sustentable; y

V. Valorar las diversas funciones económicas, ambientales, sociales y culturales de las diferentes manifestaciones de la agricultura nacional.

Con el fin de cumplir estos objetivos, una institución creada en esta ley, la Comisión  Intersecretarial para el Desarrollo Sustentable
 debe proponer al Ejecutivo Federal un programa Especial Concurrente para el Desarrollo Sustentable para fomentar acciones en varias materias, dentro de las cuales destacan para efectos del presente el cuidado del medio ambiente rural, la sustentabilidad de las actividades socioeconómicas en el campo y a la producción de servicios ambientales para la sociedad. Este programa Especial Concurrente debe ser aprobado por el Presidente de la República en los 6 meses posteriores a la expedición del Plan Nacional de Desarrollo.

Asimismo, la Comisión Intersecretarial, mediante la concertación con las dependencias y entidades del sector público y con los sectores privado y social, aprovechará las capacidades institucionales de éstos y las propias de las estructuras administrativas que le asigna su reglamento, para integrar los siguientes sistemas y servicios especializados:

I. Sistema Nacional de Investigación y Transferencia Tecnológica para el Desarrollo Rural Sustentable;

II. Sistema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral;

III. Sistema Nacional de Fomento a la Empresa Social Rural;

IV. Sistema Nacional de Lucha contra la Desertificación y la Degradación de los Recursos Naturales;

V. Sistema Nacional de Bienestar Social Rural;

VI. Sistema Nacional de Información para el Desarrollo Rural Sustentable;

VII. Sistema Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agropecuaria y Alimentaria;

VIII. Sistema Nacional de Financiamiento Rural;

IX. Sistema Nacional de apoyos a los programas inherentes a la política de fomento al desarrollo rural sustentable, en los siguientes aspectos:

a) Apoyos, compensaciones y pagos directos al productor;

b) Equipamiento rural;

c) Reconversión productiva y tecnológica;

d) Apoyos a la comercialización agropecuaria;

e) Asistencia técnica;

f) Apoyos y compensaciones por servicios ambientales;

g) Estímulos fiscales y recursos del ramo 33 para el desarrollo rural sustentable establecidos en la Ley de Coordinación Fiscal;

h) Finanzas rurales;

i) Apoyos convergentes por contingencias; y

j) Todos los necesarios para la aplicación del Programa Especial Concurrente en las materias especificadas en el artículo 15 de esta Ley.

X. Servicio Nacional de Normalización e Inspección de Productos Agropecuarios y del Almacenamiento;

XI. Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agropecuaria y Alimentaria;

XII. Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas;

XIII. Servicio Nacional del Registro Agropecuario;

XIV. Servicio Nacional de Arbitraje del Sector Rural; y

XV. Servicio Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica Rural Integral.

Ahora bien, en cuanto al fomento de las actividades económicas del desarrollo rural se establece como uno de los puntos que deben propiciarse la valorización y pago de los servicios ambientales

En materia de Reconversión productiva sustentable, el Gobierno Federal, a través de la Secretaría competente, podrá suscribir con los productores, individualmente u organizados, contratos de aprovechamiento sustentable de tierras definidos regionalmente, con el objeto de propiciar un aprovechamiento útil y sustentable de las tierras, buscando privilegiar la integración y la diversificación de las cadenas productivas, generar empleos, agregar valor a las materias primas, revertir el deterioro de los recursos naturales, producir bienes y servicios ambientales, proteger la biodiversidad y el paisaje, respetar la cultura, los usos y costumbres de la población, así como prevenir los desastres naturales. El Gobierno Federal, a su vez, cubrirá el pago convenido por los servicios establecidos en el contrato, evaluará los resultados y solicitará al Congreso de la Unión la autorización de los recursos presupuestales indispensables para su ejecución.

En este mismo sentido, en el capítulo de la capitalización rural, compensaciones y pagos directos, se establece que el Ejecutivo Federal aportará recursos, de acuerdo al Presupuesto de Egresos de la Federación, que podrán ser complementados por los que asignen los gobiernos de las Entidades Federativas y de los Municipios, los cuales tendrán por objeto:

I. Compartir el riesgo de la reconversión productiva y las inversiones de capitalización;

II. Concurrir con los apoyos adicionales que en cada caso requieran los productores para el debido cumplimiento de los proyectos o programas de fomento, especiales o de contingencia, con objeto de corregir faltantes de los productos básicos destinados a satisfacer necesidades nacionales; y

III. Apoyar la realización de inversiones, obras o tareas que sean necesarias para lograr el incremento de la productividad del sector rural y los servicios ambientales.

Finalemte, en cuanto a comercialización, la política de comercialización atenderá a un listado preciso de propósitos dentro de los cuales se encuentra expresamente señalado  el inducir la formación de mecanismos de reconocimiento, en el mercado, de los costos incrementales de la producción sustentable y los servicios ambientales.

Análisis

La Ley de Desarrollo Rural Sustentable tiene  como objeto establecer las bases institucionales para realizar un trabajo intersectorial que permita al desarrollo sustentable ser realmente un tema transversal en todas las secretarias de estado del Ejecutivo Federal.

En este sentido, la ley dedica gran parte de su articulado para normar la creación y operación de consejos y comisiones intersecretariales. Sin embargo, como se puede deducir del análisis de los programas nacionales 2000-2006 que se analizaron en la primera parte de este estudio, todavía no se ha logrado que este esfuerzo se vea reflejado en modificaciones a los planes de trabajo o en la legislación correspondiente, lo cual tiene justificación por lo reciente de su aprobación por el poder legislativo. Muestra delo anterior es el incumplimiento de decretar un programa especial de desarrollo sustentable a más tardar seis meses después de la formulación del Plan Nacional de Desarrollo.

Sin embargo, la ley contempla el esquema de pago por servicios ambientales con mayor naturalidad que el resto de la legislación analizada en páginas anteriores, considerando que este instrumento debe ser considerado como una opción adicional  para que los propietarios de los recursos naturales desarrollen  actividades rurales sustentables.

Así crea un Sistema Nacional de apoyos a los programas inherentes a la política de fomento al desarrollo rural sustentable, que considera la implementación de  apoyos y compensaciones por servicios ambientales. 

Una de las aportaciones novedosas de la ley en términos de servicios ambientales consiste en plantear la posibilidad de que sea el  Gobierno Federal quien suscriba contratos de aprovechamiento sustentable  para producir bienes y servicios ambientales y proteger la biodiversidad y el paisaje asumiendo la responsabilidad estatal de otorgar el pago correspondiente.

Ley Agraria

En 1992 se da por terminado el reparto agrario iniciado en 1917 como una conquista de la Revolución, se deroga la Ley Federal de Reforma Agraria  y se expide una normatividad que rompe con muchos de los preceptos históricamente ligados al derecho agrario.

Ley Agraria que tiene como principales características el dotar de personalidad jurídica a los ejidos y comunidades agrarias y otorgarles la propiedad de sus tierras, postulado que abre la posibilidad legal de que un ejidatario pueda separase del ejido y  pasar a ser un pequeño propietario, quedando en total libertad de disponer de su propiedad. Asimismo fortalece la figura de las Asambleas Generales de ejidatarios o comuneros como el órgano supremo del núcleo agrario y precisa la función del Comisariado ejidal o de bienes comunales como la de un representante.

¿Quién tiene capacidad de toma de decisiones conforme lo establecido en la ley? ¿Quién no tiene capacidad de tomar decisiones al respecto? ¿Cuál es la forma establecida para tomar decisiones sobre  los recursos naturales?

El órgano supremo del ejido es la asamblea en la que participarán todos los ejidatarios.  El Comisariado Ejidal es el representante legal del ejido, pero él no puede tomar decisiones que le corresponden a la asamblea.

De acuerdo al artículo 23 fracc. X de la L.A. es competencia exclusiva de la asamblea la delimitación, asignación y destino de las tierras de uso común así como su régimen de explotación. Por tanto corresponde a la asamblea decidir el dedicar tierras de uso común a la conservación del medio ambiente y los recursos naturales.

Para que una asamblea se realice válidamente deberá ser convocada por el Comisariado Ejidal o por el Consejo de Vigilancia, ya sea por iniciativa propia o por solicitud de por lo menos veinte ejidatarios o el veinte por ciento del total de ejidatarios que integren el núcleo ejidal.  Si el Comisariado no lo hiciere en un plazo de cinco días hábiles a partir de la solicitud, el mismo número de ejidatarios podrá solicitar a la Procuraduría Agraria que convoque a la asamblea.

La asamblea deberá celebrarse dentro del ejido o en el lugar habitual, salvo causa justificada, para ello, se deberá expedir una convocatoria con no menos de ocho días de anticipación ni más de quince, por medio de cédulas fijadas en los lugares más visibles del ejido. En cada cédula se expresarán los asuntos a tratar (Orden del Día), el lugar y la fecha de la reunión. El Comisariado será el responsable de la permanencia de dicha cédula en los lugares fijados para los efectos de publicidad  hasta el día de la celebración de la asamblea.

En el caso del Art. 23 fracc. X de la L.A. la convocatoria debe hacerse por lo menos con un mes de anticipación a la fecha programada para la celebración de la asamblea. Para la instalación válida de la asamblea, deberán estar presentes cuando menos las tres cuartas partes del total de los ejidatarios en primera convocatoria y la mitad más uno en la segunda o ulteriores.

¿Qué recursos naturales protege esta ley? ¿A quién pertenecen los recursos naturales protegidos? ¿Establece la ley restricciones al uso de los recursos naturales protegidos?

Los núcleos agrarios legalmente constituidos tienen personalidad jurídica y patrimonio propio.  Por  propiedad social se entiende la propiedad de los núcleos agrarios que fueron dotados o restituidos por un procedimiento de reparto de tierras conforme lo que establecía la Ley Federal de Reforma Agraria o posteriormente por una resolución del Tribunal Superior Agrario, creando ejidos y comunidades agrarias.

Las tierras de uso común son parte de las tierras ejidales que no están dedicadas al asentamiento humano y que no son parceladas. Su superficie es determinada por la asamblea de ejidatarios y es inembargable, inalienable e intransferible (salvo las excepciones que establece la ley). En principio, los derechos sobre las TUC  se presumirán concedidos en partes iguales a todos los ejidatarios o comuneros y se acreditaran con un certificado de derechos comunales.

Las comunidades se diferencian de los ejidos porque no tienen tierras parceladas formalmente, pero pueden haberlas parcelado de manera económica. En una comunidad, además de las tierras para el asentamiento humano, todas las tierras son consideradas de uso común y tienen las mismas reglas que las TUC de los ejidos.

Las tierras de uso común son inalienables, imprescriptibles  e inembargables, lo cual quiere decir que no pueden ser enajenadas no están sujetas a la prescripción positiva y no pueden darse como garantía de cumplimiento de una obligación penal o mercantil. Sin embargo, en los casos de manifiesta utilidad para el núcleo de población ejidal, se podrá transmitir el dominio de las tierras de uso común a sociedades mercantiles o civiles en las que participe el ejido o los ejidatarios conforme al procedimiento que la ley establece (Art. 75 L.A.).

Conforme el artículo 59 de la Ley Agraria es nula de pleno derecho la asignación de parcelas en bosques o selvas tropicales. Al no poder ser tierras parceladas, los bosques y selvas deben ser siempre considerados como tierras de uso común y por tanto, debemos de apegarnos a las reglas especiales que la ley establece para este régimen al elaborar el contrato de pago de servicios ambientales.

En cuanto el uso o aprovechamiento de las aguas ejidales,  corresponde a los propios ejidos y a los ejidatarios, según se trate de tierras comunes o parceladas.

¿Contempla la ley la posibilidad de que se de la "consecuencia ecológica positiva"?   ¿Hay alguna obligatoriedad de que la "consecuencia ecológica positiva se dé? ¿La ley identifica al posible beneficiado? ¿La ley establece alguna obligación para con el beneficiado?

Aunque de manera muy débil, las limitaciones para las tierras de uso común, incluidas en ellas las que cuentan con bosques o selvas, pretende garantizar el uso adecuado de los recursos, o al menos que no se parcelen para actividades agropecuarias (y con ello su deforestación). Desgraciadamente, estas consideraciones no se encuentran desarrolladas suficientemente y aunque se considere nula su parcelización, no contempla una compensación a los miembros del ejido por el daño hecho a la propiedad colectiva. 

Asimismo, el prohibir el que se pueda parcelar no garantiza el uso sustentable del recurso.

Análisis

A pesar de las innovaciones en materia agraria, la ley de la materia tiene serias carencias en materia de desarrollo sustentable y protección del medio ambiente (a pesar de su declaración en el artículo 5º de fomentar  el cuidado y conservación de los recursos naturales y promover su aprovechamiento racional y sostenido para preservar el equilibrio ecológico.
Se podría decir que la Ley Agraria responde a una generación de leyes diferente a la de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, a la Ley General de Vida Silvestre o a la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente misma, buscando como principal objetivo un desarrollo integral que conlleve una mejora en la calidad de vida de la población (no necesariamente sustentable) y enfoca las actividades rurales dentro de los esquemas tradicionales de producción agrícola.

Como ejemplo de la aseveración anterior, no se contempla la expropiación a ejidos y comunidades para asegurar el equilibrio ecológico y la protección del ambiente, aunque esta hipótesis quede incluida dentro de la fracción referente a “lo que dispongan otros ordenamientos”

Paradójicamente, el único artículo que pretende tener una actitud de protección a los bosques y selvas ha provocado un estado total de indefensión de las mismas. Al declarar nulo el parcelamiento de éstos recursos se ha provocado que éste se dé al margen de toda legalidad o control e impide contratar con los poseedores reales acciones de explotación sustentable o de servicios ambientales.

Sin embargo, nos podemos valer de algunas disposiciones establecidas para la producción: Las tierras ejidales podrán ser objeto de cualquier contrato de asociación o aprovechamiento celebrado por el núcleo de población ejidal tratándose de tierras de uso común.
Conclusiones

Como punto de partida para las conclusiones del análisis de los programas nacional y sectoriales de políticas públicas y de la legislación vigente, es pertinente resaltar la ambigüedad con que en cada uno de los documentos estudiados se ha manejado el concepto de servicios ambientales.  El Plan Nacional de Desarrollo habla de los servicios ambientales como aquellos que se dan sin necesidad de la intervención humana, como llueva, y plantea sus inquietudes en función de no afectar estos servicios.

Otras disposiciones, entre ellas la Ley Forestal, se centran en la valorización de los recursos naturales en  tanto a su función como prestadores de servicios ambientales. Los servicios ambientales están implícitos dentro del equilibrio propio del ecosistema y la propuesta es identificar la función y otorgarle un valor. Obviamente, la función de los recursos y su valoración se hacen evidentes en la medida que hay escasez, un ejemplo claro de ello es en relación con el agua. La captación del agua es un servicio ambiental natural que no se valoró  hasta que el agua escaseó y se volvió  necesario realizar acciones deliberadas para procurar la mejor captación del recurso.

Yendo más lejos, ordenamientos jurídicos como la Ley General de Vida Silvestre proponen internalizar los costos asociados en los bienes y servicios ambientales derivados del aprovechamiento y conservación de la biodiversidad.

Finalmente, el planteamiento que se ha identificado con el esquema de pago por servicios ambientales como eje rector del presente análisis contempla una contraprestación directa por concepto del servicio ambiental prestado.

Podemos identificar que la falta de coherencia entre las diferentes concepciones relacionadas con los servicios ambientales responden a que el tema de servicios ambientales es un concepto totalmente nuevo en el diseño de estrategias legislativas y de política pública alternativa, que incentive la conservación de los recursos naturales y retribuyan a quienes restringen su derecho de uso en aras de un beneficio general y en algunos casos en beneficio de un particular bien identificado. 

El primer elemento discutible es establecer cual es el servicio ambiental prestado, cosa que no es siempre obvia ni fácil de determinar. La viabilidad legal de un esquema de pago por servicios ambientales dependerá en gran medida de cual sea el servicio que se pretende vender y como se fundamenta en términos ecológicos su importancia y valor.

El pago por servicios ambientales tiene dos dimensiones de operación: Como programa gubernamental en aras de retribuir a individuos por realizar actividades que contribuyan al mantenimiento de los ecosistemas  y como un contrato entre particulares dentro de un mercado de servicios ambientales.

Con excepción de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable que si prevé la participación directa del Gobierno Federal aportando la contraprestación en un esquema de pago por servicios ambientales, el resto de la legislación está enfocada a sentar las bases para que el instrumento opere entre particulares  

En materia agua, en un esquema de contratación entre “particulares”, podría incluso ser el Ejecutivo Federal quien, como usuario de los servicios ambientales, estaría en la posición de pagar a los poseedores del bosque por sus servicios de captación de agua, o por reducir el nivel de asolve de sus presas ya que si bien las aguas en sí mismas le pertenecen por decreto de ley,  los beneficios que las acciones de particulares le puedan otorgan no están consideradas como elementos inherentes a la propiedad de la nación en términos legales.

Para decirlo de otra manera: las aguas nacionales solamente son las que se encuentran enlistadas en el artículo 27 constitucional y que no incluyen el agua pluvial. Si un particular tuviera un sistema de captación de agua pluvial no se puede decir legalmente que le está “robando” agua al Estado toda vez que mientras el agua de lluvia no se incorpore a alguno de los elementos previstos constitucionalmente (aguas marinas interiores, ríos que desemboquen en el mar, etc.) no puede ser considerada como agua nacional. En este ejemplo se identifica claramente que el proceso de captación de agua está desligada legalmente de la propiedad constitucional del estado sobre las aguas nacionales. A contrario sensu, si un particular hace acciones que fomenten la captación de agua pluvial le está prestando al Estado un servicio en beneficio de las aguas de su propiedad que es independiente de las aguas nacionales en sí mismas.

Otro elemento asociado con la operación es el relativo a la intervención gubernamental. Se argumenta que la participación directa del Gobierno federal,  Estatal o municipal en un esquema de pago por servicios ambientales es necesaria para iniciar un mercado “ficticio”, que aún no existe en la realidad, que permita construir una oferta y una demanda genuinas.  Sin embargo, existe también la preocupación de que este pago que pretende estar “fundamentado” en una lógica de mercado sea interpretado por los actores sociales como un apoyo, una compensación, que tenga consecuencias contrarias al objetivo inicial. El planteamiento legal no resuelve esta controversia, quedando ligado más a planteamientos de la doctrina económica  que legal.

A pesar de las debilidades y falta de coherencia legal con respecto a un esquema de  pago por servicios ambientales, no considero que el aspecto legal sea el que impone mayores obstáculos al proyecto.  De hecho es arriesgado pedir que el marco legal contemple elementos básicos del diseño del instrumento que no están aún consolidados en la teoría: ¿el pago por servicios ambientales debe ser libremente aceptado, contratado, obligatorio por disposición de ley? ¿cuál debe ser la intervención del Estado en el esquema? ¿el pago por servicios ambientales debe responder a las consecuencias estrictamente ambientales que genera, o a la valorización de los recursos naturales o a las condiciones sociales de las comunidades involucradas o al costo de oportunidad ante actividades productivas diferentes? ¿cómo se determina el valor de un recurso natural? ¿cómo se determina el valor de un servicio ambiental? ¿cómo se determina quien y en que medida es beneficiado por un servicio ambiental?

La diversidad de servicios ambientales que pueden estar incluidos en el esquema (captura de carbono, captación de agua, biodiversidad, acceso a recursos genéticos, ecoturismo, etc,) hacen que la discusión y la respuesta a estas interrogantes se vuelva más compleja dado que parten de supuestos y necesidades diferentes.

Aunado a lo anterior, la falta de integración de los temas ambientales en los programas de desarrollo nacionales y la legislación ajena al sector ambiental (como la ley agraria), constituyen también una gran limitante para la operación del esquema de pago por servicios ambientales, mismo que tiene que partir necesariamente de un reconocimiento de la función de los recursos naturales, su conservación y  uso sustentable. De poco sirve contar con una legislación que podemos llamar de vanguardia en estos temas, si en los otros ámbitos de la administración y  legislación federal estamos teniendo un diálogo de sordos.

En conclusión, las leyes ambientales (con excepción de la Ley de Aguas Nacionales) sientan las bases mínimas necesarias para establecer un esquema de pago por servicios ambientales. La operación del mismo no está regulada en ninguna disposición y depende de una debate técnico profundo que responda a preguntas muy concretas para su desarrollo, como las que se expusieron en los párrafos que anteceden. Las disposiciones legales no  obstaculizan el pago por servicios ambientales  pero tampoco lo  resuelve.

Recomendaciones

· Es indispensable terminar con la esquizofrenia legal que hace que una parte de la legislación se base solidamente en la propiedad originaria de la nación sobre los recursos naturales, otorgándole toda la responsabilidad y supremacía sobre las decisiones de uso en relación con el equilibrio ecológico y la otra parte de la legislación que se basa en premisas como que los recursos naturales son patrimonio del Estado y la sociedad por lo que  establece esquemas de participación social e  incentivos para co-responsabilizar a los particulares de la protección del equilibrio ecológico y la protección al ambiente.  Nuestra legislación tiene áreas muy atrasadas y en necesario modernizarlas y hacerlas acorde a la evolución de la sociedad mexicana y de la discusión nacional.
· Es fundamental homogenizar los conceptos de servicios ambientales en los diferentes ordenamientos legislativos en aras de otorgar mayor claridad y solidez a las disposiciones actuales.

· Es urgente modificar la Ley de Aguas Nacionales incorporando elementos de manejo y conservación de cuencas, valoración de recursos y servicios ambientales y haciéndola congruente con lo establecido en la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente.

· Es necesario desarrollar con mayor precisión en la Ley Forestal los temas relacionados con los servicios ambientales a fin de identificar los servicios que los recursos forestales prestan y de los cuales son usuarios para que  además de la valoración de éstos, se pueda plantear la posibilidad de que se dé una contraprestación por los servicios ambientales prestados.

· Es impostergable determinar dentro de la doctrina jurídica la propiedad de los recursos genéticos.
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� Art. 25.- Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución.


� Integrada por los titulares de Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, Secretaría de Economía, Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales,  Secretaría de Hacienda y Crédito Público, Secretaría de Comunicaciones y Transportes,  Secretaría de Salud, Secretaría de Desarrollo Social, Secretaría de la Reforma Agraria, Secretaría de Educación Pública y las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo que se consideren necesarias, de acuerdo con los temas de que se trate.
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